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I. Palabras de Apertura:

La sesión especial se realizó el día 29 de enero de 2010, organizada por el Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría General en coordinación con el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR).  

El presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP), Embajador Jorge Skinner–Klee, declaró abierta esta sesión especial sobre “Temas de actualidad en el derecho internacional humanitario (DIH)” de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) y dio la bienvenida a las delegaciones de los Estados y participantes. Recordó que  la sesión especial  se llevó acabo de conformidad con el mandato de la Asamblea General, contenido en el párrafo resolutivo 23 de su resolución AG/RES.2507 (XXXIX-0/09) titulada “Promoción y Respeto del Derecho Internacional Humanitario”; y resaltó la cooperación de la OEA con el CICR. 

Señaló que a pesar de que el DIH es el mejor instrumento para responder los retos de los conflictos armados, todavía existen grandes desafíos. En la actualidad existen nuevas formas de conflictos, por lo que destacó la necesidad de ampliar el DIH en lo que respecta a las normas aplicables a los conflictos armados que no son internacionales.

Hizo referencia a la utilidad del DIH y por ende a la importancia de esta sesión especial como un espacio para explorar los desafíos que se presentan en el desarrollo del DIH y para aportar con nuevos elementos para dar continuidad al respeto y promoción del DIH. 
Destacó el compromiso de cooperación de la OEA con otros organismos dedicados a proteger a las personas en conflictos, como es el CICR.
Indicó como se desarrollaría la sesión especial, señalando que los Estados Miembros presentarán los avances alcanzados en 2009 sobre la aplicación de los Convenios de Ginebra y las medidas nacionales implementadas en cumplimiento a las obligaciones adquiridas en instrumentos adoptados. Así también el Comité Jurídico Interamericano (CJI) informará sobre la elaboración  de una ley modelo sobre DIH, y se retomarán los temas prioritarios para los Estados Miembros; se presentarán los esfuerzos realizados por la OEA, Naciones Unidas (ONU) y el CICR y su similitud, diferencias y complementariedad.  
Palabras del Director del Departamento de Derecho Internacional de la OEA 

El Presidente dio la palabra al Director del Departamento de Derecho Internacional de la OEA, Dante Negro, quien primero resaltó que la sesión especial es un espacio de diálogo e hizo un recuento de los temas de especial preocupación relacionados al DIH que han generado mandatos de la Asamblea General. Mencionó entre otros, víctimas de conflictos armados como niños, mujeres y desplazados; también armas convencionales excesivamente nocivas, minas antipersonales, terrorismo, desaparición de personas, etc. Recordó la II Reunión Subregional de Comisiones Nacionales del DIH de la Región Andina  realizada en Quito hace un año y medio apoyada por el CICR, que dio ocasión para revisar las recientes resoluciones de la Asamblea General en la materia y apreciar que aunque forman parte del soflaw aportan referentes importantes y están relacionadas con los objetivos del DIH y el vínculo con los derechos humanos y el valor del DIH para los Estados. Se constataron estándares referentes sobre empleo de armas, situación de las mujeres y niños, terrorismo y protección de bienes culturales. Asimismo, las resoluciones de la Asamblea General tratan campos prioritarios para la implementación del DIH, como son las medidas legislativas a nivel nacional, la aceptación universal del DIH, la sanción a violaciones del DIH, protección de bienes culturales, crímenes de guerra, jurisdicción universal, responsabilidad del superior, imprescriptibilidad de la acción penal, y la cooperación con la Corte Penal Internacional. Finalmente resaltó que dichas resoluciones se refieren también al importante rol del CICR y de los comités nacionales. También destacó que el Comité Jurídico Interamericano ha realizado valiosos trabajos y que el Departamento de Derecho Internacional de la OEA (DDI) funge como su Secretaría Técnica. Finalmente agradeció al CICR por su cooperación con el DDI en los trabajos de difusión del DIH.

Se distribuyó el libro con el material del primer curso de DIH.

II. 60 Aniversario de los Convenios de Ginebra: perspectivas de su aplicación

El Presidente dio la palabra a Lise Boudreault, Jefa de la Unidad de Diplomacia Multilateral y Coordinación Humanitaria del CICR, para su presentación sobre los Convenios de Ginebra y sus perspectivas de aplicación.
La señora Boudreault se presentó en vez de la señora  Patricia Danzi del CICR. Expresó el reconocimiento del CICR a la OEA por las resoluciones emitidas en los últimos años involucrándose en el tema del DIH. 
En primer lugar recordó que en 2009 se celebraron los aniversarios de 150 años de la Batalla de Solferino y los 60 años de la adopción de los Convenios de Ginebra. Resumió los principios y utilidad de los convenios y destacó como el DIH se adaptó a la evolución de los conflictos armados con el paso de los años, donde cada vez más los civiles son afectados.  Así, citó como ejemplo los Protocolos Adicionales de 1977 y reglas más específicas sobre tipos de armas como en las minas antipersonales y municiones en racimo. Mencionó la dificultad de distinguir los diferentes tipos de grupos armados y también el incremento de víctimas civiles. 
Citó los resultados de una encuesta titulada “Nuestro Mundo. Perspectivas del Terreno” que realizó el CICR en 2009 en 8 países, incluidos Colombia y Haití. Los resultados reflejaron que millones de personas viven en constante miedo de perder a un ser querido y tienen dificultades de mantener a sus hijos o de sobrevivir. Mitad de los encuestados experimentaron directamente la guerra y muchos fueron desplazados o perdieron contacto con algún familiar cercano. Asimismo muchos han sufrido heridas y humillaciones y no han tenido acceso a servicios básicos como agua,  electricidad o de salud. 
La encuesta demuestra que los sufrimientos de las personas también se sienten en las Américas: Colombia preocupa en relación al respeto del DIH y necesidades humanitarias de la población civil. Haití además del reciente terremoto, preocupa por la violencia de los últimos 15 años. También mencionó la violencia urbana que afecta a ciudades latinoamericanas como Río de Janeiro y las necesidades humanitarias generadas en la crisis de Honduras. 

En este contexto resaltó que el CICR ha continuado ayudando a las personas en América Latina y el Caribe; y que en 2009 con el consentimiento de los Estados trabajó por el cumplimiento del DIH en conflictos armados y otras situaciones de violencia. Asimismo señaló que en el 2010 seguirá demostrando en la práctica el valor de su posición neutral, independiente y exclusivamente humanitaria como también la relevancia del DIH.

Sin embargo, mencionó que para que el CICR pueda brindar protección y asistencia, es indispensable tener acceso y la aceptación de las personas necesitadas, así como entender sus necesidades y el establecer un diálogo sostenible con todos los actores implicados en el conflicto, manteniendo siempre la neutralidad del CICR.


Sobre el compromiso del CICR con las Américas mencionó que se continuarán con las siguientes prioridades en el año 2010: Asistencia y protección a civiles en conflictos armados presentes y también atendiendo consecuencias de conflictos pasados. Seguirán con los programas para familiares de personas desaparecidas en Perú y Guatemala asistiendo en asuntos legales y forenses. En otras situaciones de violencia continuarán trabajando con autoridades y fuerzas de seguridad especialmente en el tema de detenciones y uso de la fuerza, asesorando sobre la integración de las normas de derechos humanos. Para enfrentar las consecuencias de la violencia urbana sigue el programa de cinco años para 7 favelas en Río de Janeiro con importante involucramiento de la comunidad. 


La señora Boudreault señaló que el CICR continuará con su labor por el respeto al DIH apoyando esfuerzos y asesorando foros como la OEA. Siendo también una prioridad el apoyo a las sociedades nacionales de la ICRC en el continente brindándoles guía, apoyo técnico y estratégico, por ejemplo en diferentes contextos como los de Colombia, Haití, Brasil, México y Honduras.  Afirmó que la coordinación entre la Cruz Roja CICR y el movimiento de la  Media Luna Roja continuarán con la Federación Internacional de Sociedades de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja. 

Finalmente mencionó que restan todavía retos y necesidades. Considera que el CICR solamente forma una parte de los esfuerzos internacionales requeridos para el cumplimiento del DIH y que se necesita la voluntad política de los Estados para hacer efectivas leyes, proteger de buena fe a las víctimas y permitir las operaciones del CICR.  Agradeció a la OEA por sus esfuerzos.

III. 60 Aniversario de los Convenios de Ginebra: Estatus de la implementación del DIH en las Américas:
A continuación intervino el señor Patrick Zahnd, Asesor Jurídico para América Latina y el Caribe del CICR, el cual se refirió al Status de Implementación del DIH en las Américas. Presentó y explicó un informe del CICR sobre los logros de los Estados Miembros obtenidos desde la sesión especial del 2008.
Para empezar, se refirió a los Convenios de Ginebra, como parte de nuevos principios y valores universales que el mundo debería seguir. Por eso, con la celebración de su 60 aniversario, recalcó que fue una oportunidad para analizar el pasado, examinar y confirmar su pertinencia en el mundo actual, pero sobre todo en el futuro.  Fue también oportuno para reafirmar el compromiso de lo Estados en cumplir y hacer cumplir el DIH, conforme al artículo 1 común y el artículo 89 del Protocolo Adicional I. 
Mencionó algunos mecanismos de implementación que no se aplican y que los Estados deben dar más importancia, como es la Comisión Internacional de Encuesta que nunca se ha utilizado y solo 71 países (11 de las Américas) reconocen su competencia.
Resaltó positivamente las resoluciones del Consejo de Seguridad de la ONU adoptadas desde hace 10 años, donde exigen el respeto del DIH (desde la Resolución 1265 de 1999 hasta la 1894 de 2009) y también las declaraciones del presidente. 
Se refirió a que los convenios de Ginebra contienen principios universales que además son derecho consuetudinario, por lo que todos los Estados tienen obligación de respetar y hacer respetar el DIH. Mencionó que el CICR tiene como mandato el ofrecer su asistencia en caso de conflictos armados, violencia urbana y otras situaciones de violencia donde el DIH no aplica, pero donde se deben respetar los derechos humanos. 
Señaló que existen muchos tratados de DIH adoptados, pero que la inobservancia de sus normas constituye una amenaza a la paz. La ratificación de tratados no es suficiente sino que los Estados deben integrar esas disposiciones en su legislación nacional, promoverlas y enseñarlas a todo nivel como en las Fuerzas Armadas, universidades y secundarias.
Destacó los resultados positivos del trabajo de los Estados Miembros realizado desde 2008, como se aprecia en el informe del CICR presentado en esta sesión especial. Los resultados se han dado gracias a la existencia de una voluntad política clara, apoyo al funcionamiento de las comisiones nacionales y designación de expertos capacitados en DIH y cooperación del CICR.

Sobre voluntad política, señaló que debe existir tanto en el poder legislativo como en el ejecutivo, donde estén concientes de la obligación jurídica de respetar el DIH. Por eso, el CICR quiere y ofrece mantener un diálogo constante con las autoridades y brindarles asesoramiento.

Expresó que dicha voluntad también se expresa en la adopción de resoluciones en foros internacionales, como la OEA que aporta con resoluciones anuales de la Asamblea General sobre DIH y otras sobre personas desplazadas y desaparecidos. Alentó a los Estados Miembros a continuar la labor y reforzar el lenguaje empleado como en otros foros.
La misma voluntad, mencionó que se refleja en las resoluciones de la Conferencia Internacional de la Cruz Roja, de la Asamblea General de la ONU o de la Unión Interparlamentaria. Son ejemplos la Resolución 3 de la Trigésima Conferencia Internacional de la Cruz Roja que guía las acciones a seguir hasta 2011; los compromisos de los Estados en la Agenda para la Acción Humanitaria; la resolución bianual de la ONU sobre el estado de los Protocolos Adicionales, que establece el mecanismo de seguimiento sobre presentación de informes nacionales que los Estados y el CICR presentan al Secretario General. Incluye la  Resolución 1894 del Consejo de Seguridad de la ONU, que exige a las partes en conflicto cumplir con las normas del DIH y las decisiones del Consejo, considera la ratificación de instrumentos de DIH, adoptar medidas nacionales para cumplir con las obligaciones de instrumentos adoptados, difundir el conocimiento del DIH en militares, grupos armados, autoridades y sensibilizar a población civil. 

Sobre la importancia de mecanismos de implementación y seguimiento, alentó a los Estados a completar los cuestionarios y felicitó a la OEA-CAJP por organizar estas sesiones especiales donde los Estados pueden presentar informes sobre sus acciones nacionales.

Recalcó que para implementar el DIH, es importante que los parlamentarios estén capacitados e  informados. Así, pueden beneficiarse de los esfuerzos que hace la Unión Interparlamentaria (UIP), como son resoluciones y grupo ad hoc sobre DIH, la presentación de reportes de avance de los Estados; o, manuales producidos conjuntamente con el CICR por ejemplo el más reciente sobre marco jurídico para búsqueda de personas desparecidas. También destacó resoluciones del PARLACEM sobre minas antipersonales, y posibles leyes modelo del Parlamento Andino.
Sobre procesos interministeriales estructurados y competentes, resaltó que muchas comisiones interministeriales nacionales de varios países se han beneficiado con el asesoramiento y cooperación del CICR. Se han creado 17 comisiones nacionales en América Latina y 2 en el Caribe; citó el ejemplo de la reciente creada en agosto en México contando con el CICR como consejero jurídico. Propuso que se organicen reuniones y conferencias de comisiones nacionales, que estimulas los procedimientos nacionales, como la III reunión universal de comisiones que se celebrará en noviembre de 2010 organizada por el CICR.
Como desafíos que enfrentan estas comisiones son contar con el apoyo político, que sus miembros estén respaldados por sus respectivas instituciones, y que dispongan de la capacidad y documentación necesaria. Mencionó las tareas relevantes de las comisiones donde el CICR puede asesorar. Señaló que la capacitación de los funcionarios designados a las comisiones es importante así como también el  impulsar la enseñanza e investigación del DIH en las universidades.
Continuó refiriéndose a algunos resultados y progresos de los países, mencionados en el informe del  CICR:

Primero señaló que en algunos países los procesos nacionales y comisiones nacionales se desarrollan bien pero en otros están estancados, entonces invitó a fijarse en  las observaciones del informe para corregir lo que sea necesario y reiteró la disposición del CICR para asesorarlos.
Sobre ratificación de tratados, señaló que los países de las Américas  han ratificado 47 tratados de DIH desde diciembre de 2008 y felicitó especialmente por la ratificación de tratados sobre armas, indicando como ejemplo que todos los Estados Miembros han ratificado la Convención sobre armas químicas de 1993, casi todos han ratificado la Convención sobre armas biológicas de 1972, Protocolo de Ginebra de 1925 y el tratado de Ottawa de 1997 sobre minas antipersonales, 7 Estados son parte de la Convención sobre armas convencionales CAC y a sus protocolos adicionales IV y V y la enmienda de 2001.  Alentó a ratificar la CAC, el Protocolo IV sobre residuos explosivos de guerra y la Convención de Oslo sobre municiones en racimo. También destacó el apoyo a la Convención Internacional contra las desapariciones forzadas de 2006 que ya la han ratificado 6 países del hemisferio; el Protocolo III de 2005 sobre el cristal rojo ratificado por 10 países desde diciembre de 2008. Alentó a los países que todavía no lo han hecho a  ratificar el Estatuto de Roma (recientemente Chile y Surinam). 
Sobre legislación nacional de implementación del DIH, señaló que para eso es importante el trabajo de las Comisiones. Citó varios ejemplos de progresos en algunos países sobre reconocimiento de los emblemas, represión de los crímenes de guerra donde se ha modificado legislación penal nacional, y, legislación creada sobre búsqueda de personas desaparecidas (por ejemplo en Perú, Colombia, Guatemala). Recordó que el CICR tiene una ley modelo que puede ser útil para los Estados. 

Continuó con más temas que necesitan ser regulados con legislación nacional, como son el uso de la fuerza y protección de personas en otras situaciones de violencia (como ejemplo de México); el tema de armas (como ejemplo normas de prohibición en Guatemala, tráfico en Perú, y minas antipersonales en Colombia); también sobre protección de bienes culturales para implementar la Convención de La Haya de 1954.

Adicionalmente se refirió a la integración del DIH y de derechos humanos en las Fuerzas Armadas y Fuerzas de seguridad, que en muchos países ha avanzado gracias al asesoramiento del CICR (como ejemplo en México). Señaló que el CICR fomenta y participa en la capacitación de las fuerzas de seguridad desde 1998, y ha colaborado ya en 10 países de las Américas. 
Finalmente el señor Zahnd concluyó que, en las Américas se ha dado la importancia que merece el DIH. Que la ratificación de tratados y apoyo para su implementación es positiva. Manifestó que el CICR está orgulloso de ser escuchado por la OEA y se compromete a asesorar y apoyar en los temas que  todavía faltan por desarrollarse. 

El Presidente recalcó la voluntad de los Estados Miembros por implementar el DIH y dio la palabra al Comité Jurídico Interamericano (CJI) resaltando su labor de más de un siglo por el desarrollo del derecho internacional. Nombró como ejemplo el reciente estudio de la Carta Democrática Interamericana y la Resolución 159 adoptada por el CAJP. 
IV. Ley modelo sobre derecho internacional humanitario; informe del Comité Jurídico Interamericano: 
a. Intervención del Relator para el DIH del CJI:
El Presidente dio la palabra al embajador Jorge Palacios Treviño, relator para el DIH del CJI, quien primero agradeció a la OEA por la coordinación de las actividades del CJI y destacó el valor de lo estudios y proyectos de instrumentos realizados por el Comité.
Es señor Treviño se refirió al mandato de la Asamblea General, donde se encomienda al CJI elaborar y proponer leyes modelo que apoyen los esfuerzos emprendidos para cumplir las obligaciones adquiridas conforme a los tratados de DIH sobre la base de temas prioritarios definidos en consulta con los Estados Miembros y con el CICR.

Hizo además un recuento de las normas que integran el DIH, como son el derecho consuetudinario, los 4 Convenios de Ginebra con sus Protocolos Adicionales, el Estatuto de Roma de 1998 y convenios que protegen bienes culturales. Continuó señalando que los objetivos del DIH, son el proteger en tiempos de conflicto armado a los civiles y personas que han dejado de participar en las hostilidades; y también, mitigar y limitar los métodos de guerra.

Continuó reasaltando el compromiso de los Estados americanos con el DIH, ya que los 35 Estados Miembros son parte de los cuatro Convenios de Ginebra; 34 del Protocolo adicional I y 33 del Protocolo II; y, 25 son parte del Estatuto de Roma. Luego se refirió  al concepto de crímenes de guerra, entendidos como infracciones graves a las leyes y costumbres de guerra que se cometen contra personas y bienes protegidos por el DIH en caso de conflicto armado y citó algunos ejemplos. Asimismo mencionó los tribunales creados después de las guerras mundiales haciendo referencia a la responsabilidad penal de los individuos, como consta en el Protocolo Adicional I de los Convenios de Ginebra y el Estatuto de Roma.

Concluyó solicitando a los Países Miembros que den a conocer al CJI sus necesidades y prioridades en materia de DIH, con el fin de que el CJI pueda elaborar modelos de ley que ayuden a los Estados Miembros a armonizar sus legislaciones nacionales con los tratados internacionales.

b. Intervención del Relator del CJI para la Corte Penal Internacional:
A continuación el presidente dio la palabra al Relator del CJI para la Corte Penal Internacional (CPI), señor Mauricio Herdocia, quien se refirió primero a que se ha estrechado el vínculo entre los mandatos de la Asamblea General sobre DIH y sobre Corte Penal Internacional. Estos también encomiendan al CJI la elaboración de una legislación modelo para implementar el Estatuto de Roma. Esto permitirá hacer una aproximación integradora y comprensiva de los crímenes establecidos en el Estatuto de Roma y el DIH. Es una oportunidad para complementar los aportes del DIH en el desarrollo de los tipos penales del Estatuto de Roma en las legislaciones nacionales. Considera que se podrá aproximar las disposiciones del Estatuto de Roma, y generales del derecho internacional, convencional y consuetudinario.
Mencionó que el reto que enfrentan los países es que en los procesos de reforma se tiene que lidiar con determinados cuerpos legales que contienen tipos penales que no constan en otros o son restringidos de distinta forma. Entonces se deberá armonizar y complementar dichas normas. Nombró por ejemplo los crímenes del artículo 85 del Protocolo Adicional I y los del artículo 8 del Estatuto de Roma; o, las violaciones del Segundo Protocolo de 1999 de la Convención de la Haya sobre bienes culturales y otras convenciones.
El CJI ha recomendado en la guía de principios para la cooperación con la CPI, incorporar también los tipos penales de los Convenios de Ginebra y del Protocolo I. De esta manera las legislaciones penales deberán castigar los crímenes de guerra definidos en todo ese conjunto de instrumentos. Ese es también el reto de la ley modelo, complementar las disposiciones del Estatuto de Roma, los Convenios de Ginebra y otros instrumentos. Manifestó que será de mucha utilidad un listado ampliado de crímenes de  guerra  que elaboró el CICR  con países de las Américas.
El relator pidió a los Estados Miembros que envíen proyectos e iniciativas al CJI. Manifestó que elaborar una ley modelo es un desafío, ya que deberá tener un contexto amplio referido al Estatuto de Roma y al DIH. Posiblemente también deberán cambiar los estándares existentes en algunas áreas del DIH. Por ejemplo, en la Conferencia de Revisión del Estatuto de Roma de Kampala se considerará ampliar el listado de armas incluyendo las de destrucción masiva, nucleares, municiones en racimo, etc.
Concluyó recordando que los mandatos sobre DIH y los de Corte Penal Internacional, ahora se han acercado de una manera necesaria, útil y mutuamente enriquecedora.
El Presidente tomó la palabra y antes de continuar hizo referencia a la protección de los bienes culturales como parte del DIH, ya que avalan la identidad de los pueblos.
V. Informes de avance en torno al DIH por parte de los Estados Miembros
Como siguiente punto en el temario, la presidencia abrió el foro para que las delegaciones de los Estados Miembros presenten los avances alcanzados en sus países en torno al DIH desde sus informes presentados en la sesión especial de 2009.
COLOMBIA: La Viceministra de Relaciones Exteriores encargada de Asuntos Multilaterales de Colombia, señora Adriana Mejía, se refirió a elementos relevantes para su país en relación a la observancia del DIH. Empezó refiriéndose a la violencia que Colombia ha tenido que enfrentar y que las políticas aplicadas desde hace siete años han reducido los índices de violencia respetándose la normativa nacional y compromisos adquiridos en tratados internacionales.  Manifestó que a pesar de dificultades que se han presentado, el gobierno ha mantenido su compromiso y diálogo con organismos y sistemas internacionales de protección de derechos humanos y DIH. Existe presencia de agencias de la ONU, se trabaja con la oficina de la Alta Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, el país presentó  el Examen Periódico Universal ante el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas, mantienen un compromiso con el Sistema Interamericano de Derechos Humanos y agradecen la presencia y contribuciones de la Misión de Apoyo al Proceso de Paz de la OEA. Asimismo trabajan con el CICR respaldando su presencia en el país.
Sobre medidas adoptadas de política pública en DIH, mencionó primero la Política Integral de Derechos Humanos y DIH presentada en enero de 2008 por el Ministerio de Defensa Nacional para la Fuerza Publica que pretende articular el sistema de enseñanza de derechos humanos y DIH, adecuar métodos de instrucción de DDHH y DIH a las necesidades de la Fuerza pública, e integrar sus capacidades para el cumplimiento de sus obligaciones en materia de DDHH y DIH. También en el segundo semestre de 2009 Colombia adoptó el Manual de Derecho Operacional que sirve de orientación a la Fuerza Pública para determinar cual es el uso de la fuerza autorizado y adecuado, y da a los operadores judiciales y disciplinarios acceso a normas nacionales e internacionales aplicables a conducción de operaciones militares. El manual está dirigido todas las autoridades militares, asesores jurídicos operacionales, autoridades judiciales militares y ordinarias y público en general.
Sobre homicidios a personas protegidas cometidas por agentes del Estado, la Viceministra manifestó que se aplicaron 15 efectivas medidas para la erradicación de esa práctica y se continuará con la asesoría de la OACDH para asegurar esos efectos a largo plazo.
Sobre desaparición forzada, la Comisión de Búsqueda de Personas Desaparecidas que cuenta con participación de la sociedad civil ha fortalecido la acción del Estado con el Plan Nacional de búsqueda de personas desaparecidas, el Mecanismo de Búsqueda Urgente, el Registro Nacional de desaparecidos y cadáveres sin identificar, el Sistema de Información Red de Desaparecidos y el Centro Único Virtual de Identificación. También existe un documento de política pública desde junio de 2009 para fortalecer mecanismos de búsqueda e identificación de cadáveres de desaparecidos. Asimismo, se presentó al Congreso el proyecto de ley que ratifica la Convención sobre Desaparición Forzada.
En cuanto a minas antipersonales manifestó que siguen cumpliendo con los compromisos adquiridos desde la ratificación de la Convención de Ottawa. Sin embargo, grupos armados ilegales de Colombia continúan usando minas antipersonales en sus actividades. El gobierno entonces ha generado una infraestructura institucional para recuperar territorios afectados, reestablecer derechos a víctimas y ha puesto en marcha estrategias de prevención. Próximamente la sociedad civil complementará los trabajos de desminado humanitario adelantados por la Fuerza Pública; y, en 2009 se expidió un documento de política pública sobre las metas de corto, mediano y largo plazo. Adicionalmente, Colombia firmó la Convención sobre Municiones en Racimo en Oslo en diciembre de 2008, y destruyó todo el arsenal de este tipo que estaba en poder de las Fuerzas Armadas.
Finalmente la Viceministra refirmó el compromiso de Colombia con la vigencia y observancia de los derechos humanos y el DIH.

El Presidente comentó sobre la disminución del índice de violencia en Colombia y recuperación de confianza ciudadana en sus instituciones públicas. 

MEXICO: La presidencia dio la palabra al señor Víctor Manuel Uribe Aviña, Consultor Jurídico de la Secretaría de Relaciones Exteriores de México. La delegación se refirió a los avances de su país en DIH durante 2009.  Comenzó mencionando la creación de la Comisión Intersecretarial de Derecho Internacional Humanitario (CIDH-México) órgano técnico consultivo creado por decreto presidencial para coordinar los esfuerzos del gobierno federal en implementar internamente los compromisos adquiridos en DIH.  En primer lugar esta Comisión se encargará de implementar el Estatuto de Roma para poder incorporar disposiciones internacionales de DIH.

Sobre el aniversario de los Convenios de Ginebra, mencionó que el 30 de noviembre de 2009 México organizó con apoyo del CICR, un evento para evaluar la aplicación del DIH, dejando como conclusión el reconocimiento de la plena vigencia de estas normas.

Asimismo, en foros multilaterales, en agosto de 2009 como presidente del Grupo de Trabajo sobre niños y conflictos armados del Consejo de Seguridad de la ONU, México presentó e impulsó la resolución 1882 que fortalece la protección de niños, como personas más vulnerables en conflictos armados.
Sobre la Convención sobre Municiones en Racimo, recordó que México fue el primer país de la región en ratificarla, y exhortó a los demás a hacerlo también para que entre en vigor. Manifestó que continúan los esfuerzos por lograr un instrumento para atender consecuencias humanitarias por el empleo de municiones en racimo, en el marco del Grupo de Expertos gubernamentales de la Convención sobre Armas Convencionales (CACC), y exhortó a los países a participar constructivamente en este grupo. También agradeció a Colombia por la Segunda Conferencia de Examen de la Convención de Ottawa sobre minas antipersonales que se realizó en Cartagena.
Finalmente manifestó que todavía es un reto la aplicación del DIH y su exacta interpretación, por lo que se necesita aun armonizar legislaciones nacionales con los estándares internacionales y cooperación e intercambio experiencias, como se hace en estas sesiones especiales de la OEA y con el asesoramiento del CICR.  México piensa que es fundamental mantener el tema de la promoción y el respeto del DIH en la agenda de la OEA, por lo que en marzo de 2010 presentará el proyecto de resolución “Promoción y respeto del DIH” para la Asamblea General de la OEA.
REPUBLICA DOMINICANA: La delegación de República Dominicana comenzó señalando que su país desde 1868 se ha incorporado a unos 35 instrumentos Internacionales relativos al DIH. Recordó que en 1995 se estableció la Comisión Nacional para la aplicación del DIH, posteriormente oficializada en 1999. Esta Comisión esta encargada de estudiar y proponer a las autoridades competentes las medidas pertinentes y anteproyectos de leyes y reglamentos, para la aplicación efectiva de las normas contenidas en los instrumentos internacionales de DIH de los que son parte. Entre otros, la Comisión elaboró el decreto de su oficialización, ha realizado seminarios con apoyo del CICR, realizó las gestiones para lograr a ratificación del Estatuto de la Corte Penal Internacional, realizó el proyecto de ley de Protección del Emblema de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja que está vigente, e hizo el estudio y recomendación para suscribir y ratificar (en 2009) el Tercer Protocolo Adicional. Sobre las Fuerzas Armadas ha incorporado en sus academias el estudio del DIH y derechos humanos. En el campo de la educación, la Comisión continuara, con la colaboración de la Cruz Roja Dominicana, con su campana para incluir el DIH en el curriculum universitario.
Mencionó también que con asesoramiento del CICR están trabajando en la tipificación de los crímenes de guerra y están aunando esfuerzos ante la Asamblea Legislativa para incluirlos en el nuevo proyecto de Código Penal.

Recordó que en 2007, en el marco de la XXX Conferencia Internacional de la Cruz Roja y la Media Luna Roja, el gobierno de República Dominicana adquirió cinco compromisos a realizarse hasta 2011, de los cuales ha cumplido (3) con depositar en 2009 los documentos aprobatorios del Segundo Protocolo de la Convención sobre Protección de Bienes Culturales, de la Convención sobre Prohibición de Armas Químicas, y a ratificar el Protocolo III a los Convenios de Ginebra. Resta todavía adherirse a la Convención Internacional para la Protección de Personas contra la Desaparición Forzada y a la Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Armas Convencionales, lo que esta siendo al momento revisando en el Congreso Nacional para su aprobación. 
Finalmente, mencionó que así se han dictado normas internas para aplicar instrumentos internacionales y que República Dominicana está al día en cuanto a su incorporación a las normas de observancia del DIH y que deben insistir en su firme aplicación por mecanismos internos establecidos.
COSTA RICA: El delgado de Costa Rica inició manifestando el compromiso de su país con el DIH, recordando que ha sido el primer país donde se abolió el ejército y que el DIH ha sido uno de los pilares fundamentales de su política exterior.
Sobre labores de difusión realizadas en el último año mencionó la publicación de los Convenios de Ginebra con notas explicativas en dos periódicos universitarios con ocasión del aniversario. Así también,  foros, seminarios, una exposición fotográfica en el Congreso sobre los 50 años de acción del CICR.
Mencionó que desde la primera guerra mundial han sucedido en el mundo 41 conflictos armados internacionales, 3 en las Américas, aproximadamente 200 conflictos armados no-internacionales con aproximadamente 20 millones de victimas. Hoy en día hay más víctimas civiles que antes. En ese contexto Costa Rica ha reflexionado y señala que se tome en cuenta la existencia de nuevos actores, neo mercenarismo, terrorismo internacional, violencia urbana con pandillas, piratería moderna, la guerra de precisión y guerra a control remoto, automatización de armas y de sistemas de defensa, la urbanización de la guerra y fenómenos en la última década que han afectado al desarrollo del DIH.

También señaló otros desafíos que deben considerarse desde la perspectiva de prevención, como son la desestructuración de la autoridad en Estados fallidos, la proliferación de armas ligeras en manos de la población civil, armas de destrucción masiva, inequidad y pobreza, y crecimiento demográfico. 
ECUADOR: La delegación de Ecuador resumió los avances registrados en Ecuador durante 2009. En primer lugar, mencionó que Ecuador ratifica su apoyo a los acuerdos de DIH, promueve como principio fundamental la paz, y considera imprescriptibles los delitos de genocidio, lesa humanidad, crímenes de guerra, desapariciones forzadas,  como lo manifiesta su Constitución Política, de la que citó los artículos 3, 80, y 416. 
Recordó que en 2006 se conformó la Comisión Nacional para la aplicación del DIH, creada por decreto ejecutivo como órgano permanente. La Comisión se encarga de promover el respeto y aplicación del DIH en Ecuador y está integrada por varios Ministros, Corte Nacional de Justicia, Fiscalía, Asamblea Nacional y la Cruz Roja Ecuatoriana. La Comisión, realizó el “Proyecto de ley reformatoria del Código penal, Código de Procedimiento Penal, y Código Orgánico de la Función Judicial”  que está en revisión. 
Asimismo, se suscribió un convenio interinstitucional para insertar la enseñanza del DIH en el curriculum de formación de personal como por ejemplo de las Fuerzas Armadas. Se realizaron varios cursos de formación y seminarios en escuelas de las tres ramas de las Fuerzas Armadas. También se ha capacitado a otros profesionales del sector público, como por ejemplo en el “I Encuentro Frontera Norte: políticas públicas y respuesta humanitaria frente a las necesidades de protección de la persona”, donde se reflexionó sobre normativa internacional y nacional y políticas públicas aplicadas para la protección de personas en la frontera; el evento se realizó con el apoyo del CICR y participaron autoridades, Secretaría Técnica del plan Ecuador, Fuerzas Armadas, Naciones Unidas, sociedad civil, y agencias de cooperación internacional. Mencionó que se han desplegando 13.000 soldados e invertido 40 millones de dólares al año en la frontera norte para brindar ayuda humanitaria a colombianos que huyen del conflicto interno de su país y para la seguridad interna de la población.
Adicionalmente, destacó que en 2009 se realizó una Sesión Especial de DIH en la Academia Diplomática dirigida a autoridades de Carteras de Estado, donde se trató conflictos armados de índole no internacional y el DIH, y el uso de la fuerza y otras situaciones de violencia que no son conflicto armado. El CICR apoyo con un experto internacional. 
Finalmente, mencionó que la Comisión Nacional de Aplicación del DIH presentó ante el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos el “Proyecto de Ley Delitos contra el derecho internacional de los derechos humanos y DIH” para ser incorporado en el nuevo ordenamiento penal; y también ha mantenido reuniones con la Secretaría General Jurídica de la Presidencia de la República para tratar sobre el “Reglamento a la Ley de Uso y Protección del Emblema de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja”.
El Presidente reconoció los avances del nuevo orden constitucional de Ecuador.

PERU: La delegación de Perú hizo conocer que en febrero de 2009 su país ratificó el “Protocolo sobre Restos Explosivos de Guerra de la Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que pueden considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados”.  
Mencionó que en 2009 se aprobaron los reglamentos de la Ley de Servicio Militar, donde se incorporan los estándares internacionales de respeto al derecho del niño y de la prohibición del reclutamiento forzoso; y en febrero se aprobó el de la Comisión contra la Fabricación y el Tráfico Ilícito de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y otros materiales relacionados. También se refirió a que el Congreso creó la Comisión Especial Revisora del Código Penal, para adecuar la legislación nacional a los estatutos de la Corte Penal Internacional; la comisión elaboró una propuesta legislativa para regular los delitos contra el derecho internacional de los derechos humanos y el DIH, propuesta que está pendiente de dictaminar.  
Se refirió también a la Comisión Nacional de Estudio y Aplicación del DIH (CONADIH), la que aprobó en 2009 las propuestas sobre la modificación al código de niños y adolescentes, y sobre la tipificación penal sobre el reclutamiento o aislamiento de menores de edad. También la CONADIH aprobó un documento de recomendaciones técnicas para las Fuerzas Armadas y Policiales en el marco de la Ley del Empleo de la Fuerza por parte del Personal de las Fuerzas Armadas en el territorio Nacional; y, organizó en Lima  el V curso anual de capacitación “Miguel Grau”.  Adicionalmente, se organizaron mesas de trabajo en varias ciudades sobre Uso de la Fuerza, Protección de Personas en conflicto armado y otras situaciones de violencia interna, y sobre Personas Desaparecidas y sus Familiares y las Medidas de Prevención.

Finalizó refiriéndose a dos convenios suscritos con el CICR, uno con el Ministerio de Defensa, para la integración del DIH en las Fuerzas Armadas; y otro, con el Ministerio de Educación, para la integración del DIH en la enseñanza secundaria. También reiteró su disponibilidad para trabajar con  la CAJP en la promoción y respeto del DIH.
URUGUAY: La delegación de Uruguay mencionó que a fines de 2008 su país se hizo parte de la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas; en marzo de 2009 ratificó el Protocolo Adicional III relativo a un signo distintivo adicional; y en septiembre de 2009 se hizo parte de la Convención de Oslo sobre Municiones en Racimo.
Adicionalmente, Uruguay ha realizado esfuerzos para facilitar la enseñanza del DIH en las Fuerzas Armadas y en el poder judicial, y también en las Facultades de Derecho y de Relaciones Internacionales incluir el DIH  en sus planes de estudio.
PANAMA: La delegación de Panamá renovó su compromiso de respetar y hacer respetar el DIH. Después se refirió a los conflictos armados actuales donde se ataca a la población civil, siendo necesario reforzar los mecanismos de aplicación e implementación del DIH. 

Hizo un recuento de los avances registrados por Panamá.  Mencionó que en 1997 Panamá creó la Comisión Nacional Permanente para la Aplicación del DIH, conformada por representantes de varios ministerios y sectores, teniendo un carácter multidisciplinario.  La delegación mencionó que Panamá ha ratificado 16 convenios de la Haya aplicables a la conducción de las hostilidades o medios y métodos de combate, 9 Convenios de Ginebra sobre debido tratamiento de las víctimas de conflictos armados y ha incorporado en su legislación interna el uso y protección del emblema de la Cruz Roja de conformidad con el Protocolo Adicional I.

Panamá emitió la Ley 14 de 2007 mediante la cual se adoptó el Nuevo Código Penal que rige desde mayo de 2008. Aquí se regulan los delitos contra la seguridad colectiva, los crímenes contra la humanidad y se tipifica la conducta ilícita vinculada con las municiones y armas prohibidas.
Consideró que todavía les resta ratificar el Protocolo V a la Convención de 1980, la Convención sobre municiones en racimo, y el Protocolo III sobre cristal rojo, para lo cual ya iniciaron procedimientos administrativos internos para ponerlo a consideración de la Asamblea Nacional de Diputados.

Finalizó manifestando que la sesión especial servirá para analizar los logros alcanzados en el proceso de ratificaciones de instrumentos internacionales y su integración en la legislación interna, así como para precisar los pasos a seguir.
CHILE: La delegación mencionó brevemente que en 2009 Chile ratificó el Estatuto de la Corte Penal Internacional. Decisión que resultó luego de un proceso de reformas legislativas para adaptar la normativa nacional a las disposiciones del Estatuto de Roma, siendo un avance a nivel regional y demostrando así su compromiso con el respeto a los derechos de las personas.
VENEZUELA: La delegación señaló los retos para Venezuela en relación al DIH. Hizo hincapié en que Venezuela se manifiesta en favor de la Paz y la legalidad internacional, refiriéndose a que las hostilidades en Colombia han impactado en países vecinos con paramilitarismo el narcotráfico, secuestro y sicariato. Recordó el informe de 2007 del Secretario General de la ONU sobre la protección de civiles en conflictos armados donde se señala los 24,5 millones de desplazados a nivel mundial, y  la situación de niños.


Sobre armas convencionales, destacó que en Venezuela el programa de acción para prevenir, combatir y eliminar el tráfico ilícito de armas pequeñas y ligeras en todos sus aspectos, es un instrumento político de primer orden para la cooperación internacional en contra de las actividades ilícitas.
Reiteró que su país es un territorio de paz, conciente de su deber de defender su soberanía, no tiene armas de destrucción masiva ni productora de armas convencionales.  Venezuela considera que en los actuales momentos se encuentra en una situación de amenaza a la paz

Finalmente, ratificó su compromiso con  los principios de DIH, la carta de las Naciones Unidas e instrumentos pertinentes. 
Se continuó sin receso con la sesión prevista para la tarde: Diálogo de Alto Nivel
VI. Preparación de proyectos de legislación nacional sobre personas desaparecidas: 
a. Presentación de Perú: “Enfoque, avances y desafíos del Perú en cuanto a la problemática de las personas desaparecidas y sus familiares”.
La delegación de Perú señaló que la elaboración de la presentación además contó con el apoyo de la Defensoría del Pueblo del Perú y el CICR en Lima. Continuó mencionando que la desaparición de una persona en un conflicto o situación de violencia puede darse de diversas maneras y trasciende la denominada desaparición forzada, y puede ser que su cuerpo se perdió, o no se ha logrado reconocer luego de un combate. Implica además el drama de los familiares. 
Destacó entonces las resoluciones de la Asamblea General de la OEA “las personas desaparecidas y sus familiares”, que han sido adoptadas anualmente desde 2005. Señaló que es necesario tener un enfoque amplio para el tratamiento de esta materia. El enfoque comprende cuatro lineamientos: la prevención, esclarecimiento, tratamiento de restos humanos y apoyo a los familiares. Durante la presentación, se explicó lo que Perú ha realizado en el desarrollo de estos lineamientos. 
Respecto a la Prevención, el doctor Cubas señaló que Perú es parte de muchos tratados internacionales de derechos humanos y DIH, incluyendo la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada. Asimismo, han implementado medidas de prevención como el registro de detenciones,  han avanzado en la integración de las normas de derechos humanos y DIH en las Fuerzas Armadas, Policía, universidades y colegios, y la existencia de la Comisión Nacional de Estudio y Aplicación del DIH (CONADIH) que entre otras, realiza labores de difusión del DIH.
En relación al esclarecimiento y tratamiento de restos humanos, mencionó que desde el Informe Final de la Comisión de la Verdad y Reconciliación (CVR) se recibió información específica sobre la problemática de desapariciones durante el período 1980-2000. Aproximadamente 4,644 sitios referidos de entierro (colectivos e individuales), no existen cifras finales pero se cree que aproximadamente fueron 15,000 personas desaparecidas. Todavía no se termina de recopilar la información y no se la ha podido centralizar.  Resaltó que en el vigente proceso de búsqueda de personas, además del fin penal, se han incluido objetivos humanitarios en las investigaciones forenses, como es la producción de información sobre la identidad de la persona y dar respuesta a los familiares. 
Manifestó que Perú cuenta con un importante grupo de expertos forenses. El Equipo Forense Especializado del Instituto de Medicina Legal (IML) canaliza las respuestas a los familiares, además existen dos ONGs privadas: el Equipo Peruano de Antropología Forense (EPAF) y el Centro Andino de Investigaciones Forenses (CENIA), también  la Defensoría del Pueblo y otras ONGs apoyan. Recordó las importantes investigaciones de Ayacucho y Huancavelica que dieron expectativas a familiares para recuperar restos de seres queridos. Adicionalmente sobre los avances de las investigaciones forenses para la restitución de restos, explicó un cuadro donde se muestra el número de cuerpos recuperados, identificados y restituidos por el IML desde 2002. Se aprecia la mejora del trabajo en los años 2008 y 2009. Destacó también la  creación de un laboratorio del IML en Ayacucho, donde fue la región más golpeada por la violencia y desde donde se dirigen las operaciones en la sierra del país.
En cuanto al apoyo a los familiares, mencionó que una necesidad de los familiares es resolver su situación jurídica, como por ejemplo demostrar que pueden heredar, que son viudas, etc. Han quedado en un limbo jurídico. Así, se ha implementado un mecanismo de regulación jurídica con la Defensoría del Pueblo y el Poder Judicial. Los familiares deben presentar su solicitud ante la Defensoría del Pueblo y en virtud de la Ley 28413 se abre una investigación y de ser positiva se emite una “constancia de ausencia por desaparición forzada” con lo que se puede obtener una “declaración judicial de ausencia por desaparición forzada”. Se debe probar la existencia de la situación en que desapareció presentando diversidad de pruebas. Algunos problemas se han presentado en áreas rurales distantes donde es difícil  entrevistar testigos, etc.
En materia de reparaciones, el delegado mencionó que se emitió una ley creando el Plan Integral de Reparaciones (PIR) y que existen dos instituciones encargadas de implementarlo: el Consejo de Reparaciones, encargado de hacer un censo llamado “Registro Único de Víctimas”; y la Comisión Multisectorial de Alto Nivel (CMAN), que ejecuta la reparación y monitorea las políticas del Estado. El plan supone reparación simbólica, colectiva, de restitución de derechos ciudadanos, reparaciones en salud, económicas y facilitación habitacional. Hasta el momento se han hecho 474 reparaciones entregándose 100 mil soles en cada una, destinadas a poblaciones que sufrieron desplazamientos, arrasamientos, etc.
Continuó resaltando que a pesar de los esfuerzos todavía existen retos. En cuanto prevención, falta consolidar la integración de los derechos humanos y DIH en todos los niveles educativos relevantes. Además, está pendiente de aprobarse por el Congreso, un proyecto de ley “Delitos contra el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y DIH” que perfecciona el tipo penal de desaparición forzada.
En cuanto esclarecimiento, continuar fortaleciendo el sistema especializado de derechos humanos del ministerio público; consolidar el fin humanitario en las investigaciones forenses; y evaluar planes regionales de búsqueda para optimizar recursos y mejorar su coordinación. 
En cuanto al tratamiento de restos humanos, hace falta estandarizar protocolos y procedimientos institucionales. Para finalizar mencionó que, para apoyar a los familiares, se debe continuar con la regularización jurídica y fortalecer las medidas de reparación individual y colectiva, incluyendo la salud emocional.

b. Recientes iniciativas del CICR sobre personas desaparecidas y sus familias.
A continuación el Presidente dio la palabra al señor Olivier Dubois, Subjefe del Departamento de Protección del CICR, quien se refirió a recientes iniciativas tomadas por el CICR sobre personas desaparecidas y sus familias.

Mencionó que el tema de desaparecidos ha producido sufrimiento a miles de familias afectadas por conflictos armados o violencia interna. Siendo así necesario encontrar soluciones y medidas para terminar o por lo menos aliviar ese sufrimiento. 
Recordó que una persona desaparecida es la que sus familiares no conocen su paradero o  ha sido reportada desaparecida de acuerdo a legislación nacional y en conexión con un conflicto armado, situación de violencia o circunstancias donde se requirió la intervención de una autoridad competente.
Las circunstancias de las desapariciones son variadas, incluyen la desaparición forzada;  combatientes cuyos familiares no han sido informados sobre su desaparición; individuos incluso niños detenidos, secuestrados o asesinados por grupos armados no relacionados con autoridades estatales; ataques a poblaciones; o, personas que desaparecieron durante un conflicto y no pudieron retomar contacto con sus parientes. 
Expresó que los familiares quedan en un libo con implicaciones jurídicas, como el caso del incierto estatus legal de una esposa o hijos de un desaparecido, impactando directamente en lo relacionado a derechos de propiedad, pensiones, custodia de menores, herencias, nuevo matrimonio, etc.
Manifestó que el cumplimiento con el DIH y los derechos humanos previenen desapariciones, ya que habrían menos desaparecidos si se tratara a civiles y grupos armados de acuerdo al DIH y si se permitiría el acceso de organizaciones humanitarias.

Recordó que los Estados tienen el deber de prevenir las desapariciones, clarificar el destino del desaparecido, dar un estatus legal apropiado al desaparecido y a sus familias, y asistir a las familias que no han tenido noticias de sus parientes.

Se refirió a los derechos de la persona desaparecida, como son que tiene el derecho a ser buscada y encontrada; que realicen investigaciones hasta llegar a una conclusión sobre su destino; que no se le declare fallecida sin pruebas fundamentadas; que debe reconocerse su personalidad jurídica. Entonces, será mejor mantener entonces un período intermedio de ausencia antes de emitir un certificado de defunción; en el caso de una persona desaparecida que regresa, ella tiene que recuperar sus derechos y recibir apoyo para su reinserción en la sociedad.

Sobre los derechos de las familias de desaparecidos, mencionó el derecho a conocer “the right to know”, por ejemplo tener información sobre el paradero o destino, o, sobre las causas de la muerte, el lugar de su entierro y de ser posible recibir los restos mortales. También tienen derecho a que se les reconozca su status legal, y que los dependientes del desaparecido tenga acceso a ayuda financiera y beneficios sociales.
Manifestó entonces que se necesitan nuevas leyes para proteger mejor al desaparecido y a sus familias. El CICR elaboró unos principios guía o ley modelo en 2007, basados en la experiencia de Bosnia-Herzegovina y también en iniciativas nacionales de países de las Américas que tratan el tema de desaparecidos. “Los Principios para legislar la situación de personas desaparecidas  como resultado de un conflicto armado o violencia interna” son una herramienta para ayudar a los Estados a adoptar legislación para tratar, prevenir y resolver casos de personas desaparecidas.  La ley modelo contiene disposiciones sobre derechos básicos, medidas para situaciones previas a las desapariciones, para búsqueda cuando han desaparecido, y de búsqueda y recuperación de fallecidos. Incluye medidas preventivas de identificación y sanciones penales.
Estos principios se han traducido  y usado en varios países. Su uso operativo se inicia con un mapeo de reglas existentes en un país, luego se estudia su compatibilidad con los principios, se discute con autoridades sobre el tema y sobre posibles proyectos de leyes de ser necesario. Se ha aplicado entre otros en Guatemala, Chile y Argentina. Resaltó en algunos países solo se debe hacer algunos ajustes a sus leyes ya existentes, para que el resultado sea una legislación apropiada. 
Mencionó que el CICR desea compartir su herramienta de principios con otras organizaciones para poder promoverla. Así por ejemplo se publicó en 2009 conjuntamente con la Unión Inter-parlamentaria un Manual para Parlamentarios sobre Personas Desaparecidas donde se incorpora la ley modelo.

Finalmente, el señor Dubois reconoció la labor de la OEA destacando la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas de 1994 y las Resoluciones de la Asamblea General en la materia.

El Presidente comentó sobre los efectos atroces consecuencias de las desapariciones.

VII. La Organización de los Estados Americanos y la Organización de las Naciones Unidas: 

A continuación el Presidente dio la palabra a la doctora Cristina Pellandini, Asesora de Diplomacia Multilateral del CICR, cuya presentación fue sobre “Los esfuerzos de la OEA y las Naciones Unidas en relación al DIH. Para comparar los esfuerzos de las dos organizaciones en la materia de DIH y discutir posibles sinergias y oportunidades de mayor interacción.

Se refirió primero al capítulo VIII de la Carta de las Naciones Unidas sobre como los organismos regionales pueden aportar a las actividades de la ONU. Ha existido debate sobre este tema y algunos informes del Secretario General que consideran importante esta cooperación en temas de mantenimiento de paz y seguridad. Recientemente el Secretario General de la ONU invitó a representantes de once organizaciones internacionales y regionales para explorar nuevas áreas de cooperación. En enero de 2010 el Consejo de Seguridad también expresó en la declaración de la presidencia (S/PRST/2010/1) su intención de promover cooperación operacional con organizaciones regionales en el campo de alerta temprana de conflictos y prevención y mantenimiento de paz. Asimismo, recientes discusiones en la ONU incluyen otros posibles temas de cooperación como promoción de derechos humanos, protección de civiles, niños en conflictos armados, protección de la mujer, combate al tráfico ilícito de armas, combatir impunidad y rendición de cuentas por violaciones de derechos humanos y DIH. Consideró que las organizaciones regionales pueden apoyar en la implementación de resoluciones del Consejo de Seguridad y de la Asamblea General. Afirmó que nos encontramos en un momento indicado para evaluar como y si es conveniente aunar esfuerzos de la OEA y ONU sobre asuntos humanitarios.
La señora Pellandini, identificó a continuación las áreas en las que sería beneficioso que las dos organizaciones interactúen.
Destacó los esfuerzos de la OEA, así mencionó las resoluciones anuales de la Asamblea General sobre promoción y respeto del DIH y temas que se han atendido como  personas desaparecidas y el derecho a la verdad, personas desplazadas. Asimismo destacó dos mecanismos de las resoluciones de la Asamblea General sobre DIH: la invitación a los Estados para presentar sus informes ante la CAJP sobre las medidas tomadas a nivel nacional; y los mandatos sobre encomendar a diversos cuerpos de la OEA el implementar la resolución, como es el caso de la realización de esta sesión especial y el curso de DIH del día de ayer.
Continuó resumiendo los esfuerzos de la ONU, mencionando el monitoreo y control del comportamiento de las partes en conflictos armados, por parte del Consejo de Seguridad, la Asamblea General y el Consejo de Derechos Humanos dirigidos a mejorar la protección de la población afectada. Asimismo, el DIH ha sido citado en muchas resoluciones y decisiones de cuerpos de la ONU, que ha integrado actividades de promoción y monitoreo del respeto del DIH. Varios departamentos se han involucrado, como la Oficina de Asuntos Legales (OLA) depositaria de los tratados adoptados en la ONU, la Oficina de Coordinación de Asuntos Humanitarios (OCAH) y el Departamento de Operaciones de Mantenimiento de la Paz.

Hizo además un recuento de varias decisiones e instrumentos de la ONU, entre ellas decisiones de la Asamblea General como la resolución bianual sobre el Estado de los Protocolos Adicionales a los Convenios de Ginebra  y la protección de víctimas, negociadas por el Sexto Comité. Se incluye también resoluciones negociadas por el Tercer Comité sobre temas que la OEA también considera; y la resolución anual sobre el informe de la Corte Penal Internacional; la resolución anual sobre fortalecimiento de la coordinación de asistencia humanitaria de emergencia;  resolución anual sobre seguridad del personal de la ONU.
También mencionó que el Consejo de Seguridad ha adoptado varias decisiones, resoluciones y declaraciones del presidente sobre los tres temas de protección, que son protección de civiles en conflicto armado (por ejemplo la resolución S/RES 1894); niños y conflictos armados; y, mujeres, paz y seguridad.

Adicionalmente, resaltó los informes del Secretario General sobre el Estado de los Protocolos de los Convenios de Ginebra; sobre asistencia humanitaria ante el ECOSOC y la Asamblea General; e informes que se presentan cada 18 meses ante el Consejo de Seguridad sobre protección de civiles en conflictos armados.

La señora Pellandini continuó mencionando que las dos áreas donde la OEA y la ONU se beneficiarían con una interacción de sinergias. La primera es sobre el Estado de los Protocolos Adicionales a los Convenios de Ginebra de 1949 y relacionados a la protección de víctimas en conflictos armados. Destacó que el debate sobre este tema en la ONU es similar al de la OEA. Estas resoluciones han ido ampliando y cambiando. Antes se enfocaban solamente en la participación en los Protocolos Adicionales, luego ha sido una discusión sobre la implementación interna del DIH, y sobre el nivel de respeto a las obligaciones bajo el DIH;  y sobre el control de ciertas armas.
También el mecanismo de reporte es parecido al de la OEA, donde le Secretario General de la ONU reporta basado en la información recibida de los Estados Miembros y del CICR. Asimismo el tema del Estado de los Protocolos se ha incluido en la agenda del  65 periodo de sesiones de la Asamblea General, por lo que considera que los Estados Miembros a aportar con información sobre avances realizados en sus países, como anteriormente lo han hecho países se America Latina y el Caribe.  Adicionalmente, la CAJP podría examinar como sus resoluciones y experiencia podrían ser compartidas con el Sexto Comité de la Naciones Unidas.
Sobre la segunda área de posible cooperación, se refirió a cooperar con el Consejo de Seguridad de la ONU en áreas temáticas relacionadas al respeto del DIH, como son protección de civiles en conflictos armados, establecimiento de un mecanismo de monitoreo y reporte sobre niños en conflictos armados, protección de mujeres. Recordó que en enero de 2009 el Consejo de Seguridad mantuvo su primer debate específicamente sobre DIH. Hizo además un recuento de los principales puntos de la agenda del Consejo sobre protección a civiles en conflicto armando, como son el reconocimiento de la importancia de cooperación con organizaciones internacionales y el CICR, después se han hecho debates sobre DIH cada seis meses, el informe del Secretario General que se presenta cada 18 meses,  5 resoluciones emitidas desde 1999, y varias declaraciones presidenciales; y herramientas que la Secretaria de la ONU ha elaborado como guías en la materia para el Consejo de Seguridad.
Resaltó la resolución 1894 de noviembre de 2009, que enfatiza la responsabilidad de los Estados de procesar a personas que han cometido crímenes de guerra, genocidio, crímenes contra la humanidad y otras violaciones al DIH. Asimismo enfatiza la importancia de la cooperación con el CICR y organizaciones regionales.
Continuó señalando que el agenda del Consejo de Seguridad enfrenta retos, que podrían ser compartidos con la OEA. Uno es el término “protección” que todavía no es claro y continúa en debate especialmente a ser aplicado en las misiones de mantenimiento de paz. Otro reto es la promoción de la rendición de cuentas por violaciones a los derechos humanos y DIH por oficiales estatales y actores no-estatales. La ONU tiene el reto de asistir a organizaciones regionales en el desarrollo de sus capacidades para lograr la mejor protección de civiles.
La expositora finalizó mencionando que la OEA y sus Estados Miembros pueden contribuir con la implementación de la resolución 1894 del Consejo de Seguridad de la ONU y pueden buscar formas para fortalecer las sinergias con la ONU para la promoción del DIH ya que existen intereses comunes.
Tipificación del delito de desaparición forzada en Uruguay:
A continuación el Presidente de la CAJP dio la palabra a la delegación de Uruguay, que se refirió a la tipificación del delito de desaparición forzada de personas en la legislación uruguaya y la reparación integral para las víctimas. Primero se refirió a la Ley 18026 de septiembre de de 2006 que implementó a nivel interno el Estatuto de la Corte Penal Internacional. 
La ley tipifica los crímenes de lesa humanidad por la técnica de remisión al Estatuto de Roma, incluye los delitos del artículo 7 del Estatuto,  asesinatos, exterminio, esclavitud, deportación o traslado forzoso de población, privación de libertad en violación de normas fundamentales internacionales, tortura y desaparición forzada de personas. Estos crímenes son cometidos por el Estado o por organizaciones; ejecutados en el contexto o como parte de un ataque generalizado o sistemática contra la población civil con conocimiento de dicho ataque y en tiempo de guerra o paz.
El capítulo II de la ley reconoce el carácter de lesa humanidad aunque no sean generalizados y sistemáticos, si es cometido por agentes del Estado o con su autorización, apoyo o aquiescencia. También son tipificados como lesa humanidad hechos aislados de “criminalidad gubernamental” donde se incluye la desaparición forzada, disposición que tiene como antecedente la Convención de la OEA sobre Desaparición Forzada de 1994. Las hipótesis que se consideran son: el privar de la libertad a una persona seguido de la negativa a informar  sobre la privación de la libertad o el paradero de la persona; o,  omitir o negarse a brindar información sobre la privación de la libertad  de una persona desaparecida, su paradero o suerte.
Indicó que el delito de desaparición forzada es considerado como delito permanente mientras no se establezca el destino o paradero de su víctima. El juez puede facultativamente considerar como atenuantes, que se haya puesto en libertad a la persona ilesa y en menos de 10 días; o que se informe para facilitar la aparición con vida del desaparecido.
Por otro lado, mencionó que la Ley 18596 de 2009, repara integralmente a las víctimas del período  entre el 13 de junio de 1968 y el 28 de febrero de 1985. Son importantes los artículos 2 y 3 que admiten la responsabilidad del Estado en ciertas prácticas y reconocen el derecho a la reparación integral para la víctima. Los artículos 4 y 5 definen a quienes se consideran víctimas. 
Finalmente, manifestó que el 3 de noviembre pasado quedó integrada la Comisión Especial que fue creada por la misma ley, y que, está encargada de expedir a quien interese, un documento a nombre del Estado que acredita la condición de víctima y su responsabilidad. 

VIII. Clausura:
Finalmente el Presidente manifestó que existe voluntad política entre los Estados Miembros para apoyar la promoción y vigencia del DIH y agradeció a los expositores, al CICR por su apoyo en el curso del día anterior y en la sesión especial, al Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría de Asuntos Jurídicos, y a todos los presentes, dando por terminada la  sesión especial.
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SOBRE DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO

[AG/RES. 2507 (XXXIX-O/09)]

Fecha: 29 de enero de 2010

Washington, D. C.

Salón Libertador Simón Bolívar 


De conformidad con la resolución AG/RES. 2507 (XXXIX-O/09) “Promoción y respeto del derecho internacional humanitario”, la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, en coordinación con el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) y con la ayuda del Departamento de Derecho Internacional, organizará una sesión especial sobre derecho internacional humanitario (DIH).


Sesión matutina  (9:30 a.m. -12:30 p.m.)

I.
Palabras de Apertura: 

9:30 a.m. – 9:45 a.m.
· Jorge Skinner-Klee, Representante Permanente de Guatemala ante la OEA

Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos

· Jean Michel Arrighi, Secretario, Secretaría de Asuntos Jurídicos

· Dante Negro, Director, Departamento de Derecho Internacional

II.
60 Aniversario de los Convenios de Ginebra: perspectivas de su aplicación 

9:45  a.m. – 
10:30 a.m.

· Patricia Danzi, Jefe de Operaciones para América Latina y el Caribe, CICR 

III. 60 Aniversario de los Convenios de Ginebra: Estatus de la implementación del DIH en las Américas 

10:30 a.m. – 11:00 a.m.

· Patrick Zahnd, Asesor Jurídico para América Latina y el Caribe, CICR

IV. Ley modelo sobre derecho internacional humanitario; informe del Comité Jurídico Interamericano 

11:00 a.m. – 11:45 a.m.
· Presentación a cargo del Comité Jurídico Interamericano

V. Informes de avance en torno al DIH por parte de los Estados Miembros 

11:45 a.m. – 12:30 p.m.
· Presentaciones a cargo de los Estados Miembros 

Sesión vespertina (diálogo de alto nivel)  (2:30p.m.  – 5:00 p.m. )

I. Preparación de proyectos de legislación nacional sobre personas desaparecidas

2:30 p.m. – 3:45 p.m
· Víctor Cubas Villanueva, abogado y escritor especializado en derecho penal y procesal. Catedrático de la Pontificia Universidad Católica del Perú y de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos. Fiscal del Ministerio Público de la Fiscalía de la Nación

· Olivier Dubois, Subjefe del Departamento de Protección, CICR

· Diálogo de alto nivel, Representantes Permanentes

II. La Organización de los Estados Americanos y la Organización de las Naciones Unidas 

3:45 p.m. – 5:00 p.m.
· Cristina Pellandini, Asesora de Diplomacia Multilateral, CICR

· Diálogo de alto nivel, Representantes Permanentes

III. Clausura  

5:00 p.m.
Anexo II: Convenios de Ginebra y sus perspectivas de aplicación
Organization of American States

Permanent Council, Committee on Juridical and Political Affairs

Special Meeting on International Humanitarian Law

Friday, January 29, 2010

Views from the Field of the Application of the Geneva Conventions 

on Their 60th Anniversary

Lise Boudreault

Head of the Multilateral Diplomacy and Humanitarian Coordination Unit

International Committee of the Red Cross

Mr. President, Excellencies, Ladies and Gentlemen,

It is a great honor for me to have the opportunity to address you on the theme of the Geneva Conventions on their 60th anniversary, giving some views from the field. 

Before addressing the main issues of this intervention, please let me first express the sincere appreciation and gratitude of the International Committee of the Red Cross, the ICRC, to the Organization of American States, the OAS, for its continued and constructive involvement in the field of international humanitarian law (IHL) as materialized in the numerous resolutions passed on this topic over the past years.  

Also, please accept the apologies of Patricia Danzi, Head of ICRC’s Operations for Latin America and the Caribbean, as she is currently in Haiti, supporting the Red Cross and Red Crescent Movement's response to the devastating earthquake that hit the country on January the 12th.

Mr. President,

In 2009, the International Red Cross and Red Crescent Movement remembered two important dates: the Battle of Solferino, which was fought 150 years ago, and led to the creation of the Red Cross and Red Crescent Movement; and the 60 years since the adoption of the Geneva Conventions. This latter was a defining event that played a central role in expanding the protection provided to victims of armed conflicts. It also expanded the humanitarian mandate of the ICRC, and facilitated our access as well as our dialogue with States. 

The anniversary is clearly an important moment to highlight the role played by the Geneva Conventions and their two protocols over the past decades and the protection that they have afforded in past and present wars. 

The Geneva Conventions form the cornerstone of contemporary IHL. They contain the essential rules protecting persons who are not, or who are no longer, taking direct part in hostilities: namely, the wounded and sick, the shipwrecked, prisoners of war, civilian internees, civilians living under occupation and civilians in general. The concept of “respect” provides the underpinnings of the Conventions; that is, respect for the individual caught up in conflict and respect for his or her life and dignity. Those who suffer in conflict must be aided and cared for without discrimination. The Conventions also confirm and strengthen the role of the medical mission. The principles on which many of these rules are based are as old as armed conflict itself.

However, the extent to which armed conflict has evolved over the past 60 years cannot be underestimated. Let us not even talk about 150 years ago. Historians say that 40,000 soldiers were wounded or killed at Solferino, but that only one civilian died. Sadly, today, civilians have become the main victims of armed hostilities, even though they are clearly protected by the Geneva Conventions of 1949.

IHL has necessarily adapted to this changing reality. The adoption of the first two Additional Protocols to the Geneva Conventions in 1977, with the rules they established on the conduct of hostilities and on the protection of persons affected by non-international armed conflict, is just one example. Specific rules prohibiting or regulating weapons such as anti-personnel mines and, more recently, cluster munitions, are another example of the adaptability of IHL to the realities on the ground.

Still, as lines have become increasingly blurred between various armed groups and between combatants and civilians, it is civilian men, women and children who have increasingly become the main victims. Throughout 2009, armed violence and political instability have continued to torment far too many people across the globe. 

Mr. President,

To better understand the most pressing concerns of people directly affected by armed conflict, the ICRC carried out in 2009 a worldwide opinion poll entitled "Our World - Views from the Field". We chose to examine a geographical range of contexts, as well as a mix of situations that are often in the headlines, and a few that rarely make the news. In the end, we selected eight countries, two of them being in the region: Colombia and Haiti. The survey revealed that millions of people live in constant fear that they or someone they love will be killed, wounded or disappeared and that millions are struggling to provide for their children or simply to survive. On average, half of those interviewed had experienced war first hand, and many said they had been displaced or had lost contact with a close relative. Wounds, humiliation, ill-treatment, and limited access to essential goods and services such as water, electricity and health care also emerged as widespread problems. Displacement ranked as the most traumatic experience, just behind losing a loved one, and economic hardship. Significantly, the poll also showed that people most often turn for help to those "closest" to home, in other words their families, neighbours and broader communities.
Today's Solferinos are many, and Latin America and the Caribbean are not free from such sufferings, originating from conflict and other situations of violence. Humanitarian consequences of past and present conflicts as well as other situations of violence are still felt sharply in the region. Colombia remains a source of major concerns in term of respect for IHL and other relevant legal frameworks, and in terms of the subsequent humanitarian needs of the civilian population. But one could also think about the situation in Haiti, where, apart from the recent devastating earthquake, the population has been suffering various degrees of violence for the last 15 years. We could also mention the urban violence affecting many Latin-American cities such as Rio de Janeiro, or the humanitarian needs generated by the Honduran crisis.

Mr. President,

In all these contexts and based on the role assigned to it by the States, the ICRC in Latin America and the Caribbean has continued to strive to help people where the needs are most pressing. Working with the consent and acceptance of host States, it continued during 2009 to work tirelessly in the region to enhance compliance with IHL and other relevant legal framework by all parties to armed conflict or other situations of violence. In 2010 and beyond, it will strive to continue demonstrating in practice both the value of its neutral, impartial, independent and exclusively humanitarian approach, and the relevance of IHL.

Just as elsewhere in the world, the ICRC in Latin America and the Caribbean aims to be a reliable, innovative and creative organization, which works close to people affected by conflicts and other situations of violence. Critical in this endeavor is proximity to the people we seek to help. We understand proximity as both physical closeness and genuine understanding of realities and vulnerabilities. The ICRC’s protection and assistance work can be carried out only with direct access to the people in distress. Such direct access enables our staff to identify the most urgent needs and to respond to them in a meaningful way. 

However, access to conflict zones or zones of violence often depends on the safety risks involved, as well as on a positive acceptance of our staff's presence by the people we seek to help and by other parties concerned. Demonstrating the neutrality, independence and impartiality of its work and its ability to deliver relevant and purely humanitarian aid and services is how the ICRC goes about seeking this acceptance. Our many years of experience have taught us that achieving this aim in armed conflict and other situations of violence requires engaging in a sustained confidential dialogue with all actors.

For the ICRC, today as in the past, engaging not only with the host State, but with all stakeholders involved in a given situation is an essential and established practice. This inclusiveness enables our organization to conduct its humanitarian activities in a transparent and predictable manner. Building relations and sustained dialogue with all concerned, including local communities and other international actors, is intended to generate understanding and thus acceptance for the ICRC's mission, in order to obtain access to people on all sides who are in need of protection and assistance, including detainees and wounded people, wherever they are. In addition, it is the best way of promoting compliance with humanitarian law and principles by all parties, including non-State armed groups, which are also bound by that law. 

Mr. President,

To limit the humanitarian consequences and to alleviate the suffering endured by the population, the ICRC is deeply committed to remain engaged in Latin America and the Caribbean with the following strategic priorities for the year that has just begun.

In relation to situations of armed conflicts (including in potential spillover border regions), the ICRC will pursue its endeavor to provide a quality response with the aim to protect the civilian population, to mobilize other actors, and to substitute where necessary. This also includes addressing the grievances stemming from past conflicts in the field of missing persons and weapons contamination. Regarding missing persons, the ICRC works in particular in Peru and Guatemala, for the families of people who are still unaccounted for, according to a fundamental disposition of IHL: the right to know. The ICRC is also involved in many related legal issues and in the forensic field. 

In relation to other situations marked by violence and generating humanitarian consequences and/or with high potential for instability, the ICRC will continue its efforts to support authorities, mainly in the field of detention and the use of force, engaging a dialogue on protection issues with security forces, and helping them to integrate human rights norms where relevant. The ICRC will also continue implementing its five-year urban violence project in seven favelas of Rio de Janeiro. The aim of this project is to address the consequences of armed violence, in particular for the most vulnerable, through the development of State services and strong community involvement. 

In the whole region, the ICRC will strive to remain a relevant organization for the respect of IHL, notably in supporting integration efforts and providing expertise bilaterally and in multilateral fora such as the OAS. The ICRC also aims to contribute to building and maintaining an environment conducive to the respect of IHL in conflict-affected countries.

Another priority for the ICRC is to provide support to the National Red Cross Societies throughout the continent. This means providing them with meaningful and inclusive lead in situations of conflicts. It also means providing them with strategic and technical support in other situations of violence, in order to enhance their preparedness capacities. On these issues, priority is given to contexts such as Colombia, Haiti, Brazil, Mexico, and Honduras. Coordination within the Red Cross and Red Crescent Movement will also materialize, as in the past, through pragmatic coordination and cooperation at all levels with the International Federation of the Red Cross and Red Crescent Societies (IFRC). 

Mr. President,

The challenges are great and the needs, many. Yet the International Red Cross and Red Crescent Movement, including the ICRC, was created for times such as these.

The ICRC can only contribute one part of what must be a concerted international effort to improve compliance with IHL. On the 60th anniversary of the Geneva Conventions, ICRC's plea to OAS Member States is to show the requisite political will to turn legal provisions into a meaningful reality, to show good faith in protecting the victims of armed conflicts and other situations of violence, and to facilitate ICRC's operations where and when needed.
Sixty years ago, the Geneva Conventions were born out of the horrors experienced by millions of people during the Second World War and its aftermath. The essential spirit of the Geneva Conventions – to uphold human life and dignity even in the midst of armed conflict – is as important now as it was 60 years ago. Thank you for doing all you can to keep that spirit alive.

I thank you for your attention.

Anexo III: Ley Modelo sobre DIH
Intervención del Dr.  MAURICIO HERDOCIA SACASA en la sesión especial relativa al Derecho Internacional Humanitario. Washington. Enero 29, 2010.

Señor Presidente Jorge Skinner, el Embajador Jorge Palacios es el relator del CJI para el tema del DIH, de modo,  que sólo quiere agregar  algo muy brevemente a su exposición y referirme a la forma en que se ha estrechado el vinculo entre los mandatos de la Asamblea General de la OEA  al CJI en materia de Promoción de la Corte Penal Internacional por un lado, y  en cuanto al Derecho Internacional Humanitario, por otro.

En ese sentido , el mandato dado por la Asamblea General al Comité Jurídico Interamericano en el año 2009, relativo a la promoción de la Corte Penal Internacional, contempla una solicitud para que elabore legislación modelo en materia de implementación del Estatuto de Roma, particularmente en lo referente a la tipificación de los crímenes que son competencia de la Corte Penal Internacional (Crímenes de Guerra, Genocidio y crímenes de Lesa Humanidad y crimen de Agresión cuando se apruebe su contenido en la Conferencia de Revisión), y presente un Informe de avances registrados, antes del cuadragésimo periodo ordinario de sesiones de la Asamblea  General.

Este mandato permite hacer una aproximación integrada y comprensiva de los crímenes establecidos en el Estatuto de Roma y en el Derecho Internacional Humanitario. Es una oportunidad de oro de complementar y enriquecer los aportes del Derecho Internacional Humanitario en el desarrollo de los tipos penales de Roma. Es una ocasión propicia para acercar el mundo  jurisdiccional al mundo normativo que fija el Derecho Internacional Humanitario.

Los Estados Americanos nos hemos comprometido a castigar los crímenes de Guerra, según el sistema que establecen los Convenios de Ginebra y su Protocolo Adicional I y el Estatuto de Roma, entre otros convenios.

El reto es que los procesos de reforma tienen que lidiar con el inconveniente de que tipos penales que están en determinados cuerpos convencionales, no están necesariamente en otros; o son distintos, o contienen elementos más restrictivos y menos amplios y calificaciones que introducen criterios nuevos sujetos a interpretación sobre sus alcances.

Cómo armonizar e integrar estas realidades complementarias es una labor interesante que me corresponderá realizar como Relator para la Corte Penal Internacional  muy pronto. Esto es especialmente cierto en cuanto a los crímenes definidos especialmente en el artículo 11y 85 del Protocolo Adicional I por una parte y por el artículo 8 del Estatuto de Roma, por otra.

La idea es entonces encontrar avenidas de solución apropiadas que respeten la integridad de los distintos textos, pero que los complementen y resuelvan armoniosamente las diferencias y omisiones. Es importante, desde este punto de vista que se tome conciencia sobre la necesidad de no distinguir innecesariamente (cuando no sea del caso) entre conflictos armados internacionales y aquellos que no sean de índole internacional, cuando las situaciones son aplicables a ambos, tal es el caso del uso de determinadas armas y gases envenenados: Lo que no es aceptable en un caso, tampoco puede serlo en la otra situación. El paso de una situación a otra no le hace perder su grado tan grave de deshumanización. La criminalización opera en ambos terrenos. 

En la Guía de principios para la cooperación con la Corte Penal Internacional, elaborada por el CJI incluimos la importancia de incorporar los tipos penales de los Convenios de Ginebra y del Protocolo I. Por supuesto que compartimos la idea de que la adecuación del Derecho Penal al Estatuto de Roma no puede menoscabar las obligaciones que dimanan  del mismo ni de complementariedades sistémicas, observando siempre los más altos estándares. El enriquecimiento es sin dudas de doble vía.

Es necesario asegurar entonces que la legislación penal permite castigar los crímenes de guerra definidos por los Convenios de Ginebra y su Protocolo Adicional I

El reto de la Ley modelo es consecuentemente fortalecer y complementar la arquitectura -en una ley modelo-, tanto del Estatuto como de los Convenios de Ginebra y otros instrumentos.

Esa adecuación debe hacerse entonces, sin perjuicio de las obligaciones contraídas en otros convenios. El Estatuto de Roma codifica una serie de Crímenes de Guerra que no siempre corresponden a una infracción grave en los términos ginebrinos. El Protocolo Adicional I enumera por su lado, crímenes que no aparecen en el Estatuto de Roma.

Luego están elementos más restrictivos en un Convenio que en otros, (manifiestamente excesivo, es una frase de calificación utilizada).

Hay una oportunidad de complementar igualmente las materias relacionadas, en relación por ejemplo a la Protección de bienes culturales en caso de conflicto armado.

El CICR ha venido trabajando con diversos países en América para establecer un listado ampliado de crímenes de guerra que puede ser útil al relator. Países diversos han trabajado también en esta línea y apreciaríamos que nos hagan llegar sus legislaciones e incluso sus proyectos, en caso no lo hayan hecho.  Entre otros y sin ser exhaustivos, están las leyes y proyectos de leyes en los EEUU, Canadá, Trinidad y Tobago, Argentina, Panamá, Nicaragua, Costa Rica, Perú, Brasil, Chile, El Salvador, Ecuador, Guatemala y Honduras.

El mensaje que quería compartir entonces con ustedes es que la elaboración de legislación modelo puede ser muy interesante para darle a esta labor un contexto amplio referido no solo al Estatuto de Roma, sino el Derecho Internacional Humanitario que así se ve integrado en una labor necesaria, pero que requiere realmente de una gran vocación unificadora.

Posiblemente esto también sea valido a la otra dimensión del Derecho Humanitario referido al uso de ciertas armas. El estándar Internacional utilizado hasta ahora parece ser mínimo, y tal vez sería necesario tomar en cuenta  iniciativas presentadas por Estados Americanos o no de cara a la futura  Conferencia de Revisión  en Kampala, Uganda para considerar eventualmente ampliar el  listado de crímenes, debatiendo, por ejemplo, sobre la utilización de   armas de destrucción masiva, la propuesta de México sobre las amenaza o el uso de armas nucleares, otras propuestas sobre minas antipersonales, municiones de racimo, armas químicas y biológicas  y otras armas que ocasionan un sufrimiento innecesario o sean manifiestamente de efectos indiscriminados. Esos crímenes repito, parecería que deben penalizarse además independientemente de la naturaleza internacional o interna del conflicto.

En suma estamos ante una labor interesante llena de retos, donde la convergencia y apoyo del Derecho Internacional Humanitario es fundamental para la elaboración de leyes modelos en la materia. Cada vez mas los mandatos hacia la CPI y el DIH están convergiendo en una dirección necesaria, útil y mutuamente enriquecedora, en lo que constituye un desafío integrador.

Anexo IV: Intervención de Colombia
Intervención de la Viceministra de Asuntos Multilaterales,

ADRIANA MEJÍA HERNÁNDEZ,

ante el Comité de Asuntos Jurídicos y Políticos

de la Organización de los Estados Americanos

Washington DC, 28 de enero de 2010

Colombia: un país comprometido con la observancia del Derecho Internacional Humanitario

Señor Presidente, señor Secretario General, Excelencias, señoras y señores:
En nombre del Gobierno de Colombia, deseo agradecer la oportunidad que se me ha brindado para participar en esta sesión del Comité de Asuntos Jurídicos y Políticos de la OEA y exponer, en este escenario, algunos de los elementos que mi país considera de mayor relevancia en desarrollo de su compromiso con la observancia del Derecho Internacional Humanitario.
Para ninguno de los aquí presentes es un secreto que Colombia ha debido, durante largas décadas, enfrentar el impacto de una violencia que ha desafiado por igual a su pueblo y a sus instituciones. Esta violencia, en sus diversas manifestaciones, ha amenazado a varias generaciones de colombianos y el Estado, y sucesivos gobiernos, han buscado hacerle frente a través de la aplicación de políticas de diferente naturaleza. 
Hoy, tras siete años de trabajo persistente en el marco de la Política de Seguridad Democrática, el Gobierno colombiano puede rendir cuentas ante sus ciudadanos y ante la comunidad internacional, sobre los progresos alcanzados en la reducción comprobable de los índices de violencia y en la mejora de las condiciones de vida para todos los habitantes en el territorio.
La Política de Seguridad Democrática fue formulada a partir del objetivo de avanzar en la plena garantía de derechos para todos los ciudadanos sin distingo, a través del logro del control pleno del territorio por parte de las instituciones legítimas y la vigencia del imperio de la Ley. De ahí, que los esfuerzos institucionales hayan estado encaminados a combatir el crimen en todas sus formas y manifestaciones, provenga de donde provenga. El Estado y el pueblo colombiano no admiten justificación alguna para la comisión de actos terroristas, secuestros, extorsiones, homicidios en persona protegida, desplazamientos forzados, actividades de narcotráfico o siembra de minas antipersonal. Ninguna pretensión puede resultar válida para cometer actos criminales en contra de la población o de las instituciones.
Y no existe tal justificación, porque Colombia cuenta con una democracia sólida, cuyas instituciones legítimas están en la capacidad de garantizar la participación de todos los ciudadanos en el debate político, la libertad de expresión, la libertad de reunión, la libre movilización. De la misma forma, el Gobierno se ejerce de manera abierta al escrutinio, a la crítica, al debate y a través de una rendición periódica de cuentas.
Los progresos evidenciados en los últimos siete años en materia de seguridad en Colombia se han alcanzado sin apelar a estados de excepción y con plena aplicación de las disposiciones contenidas en la Constitución Política, en la normatividad interna y en los compromisos derivados de los instrumentos internacionales de los cuales el país hace parte. El Presidente Álvaro Uribe Vélez ha sido enfático al reclamar a los miembros de la Fuerza Pública: “eficacia con transparencia”. Esto significa, resultados, en el marco de la aplicación de la Ley. No se puede pretender proteger derechos, si se están vulnerando derechos.
No significa lo anterior que el Gobierno se encuentre satisfecho con los resultados alcanzados. Colombia no sólo reconoce que le resta un largo trecho por recorrer, sino que en el camino se han presentado obstáculos y se han identificado dificultades que no se tenían previstas. Lo que sí significa, es que la voluntad y el compromiso han sido firmes y que no se han ahorrado esfuerzos ni se ha escatimado en la introducción de correctivos para garantizar tanto la transparencia como la efectividad, cuando ello ha sido necesario.
Por ello, el Estado ha mantenido una política de participación constructiva y de diálogo abierto con los organismos y sistemas internacionales de protección a los derechos humanos y al Derecho Internacional Humanitario. De ella se han derivado relaciones de largo plazo que han contribuido al fortalecimiento de una institucionalidad que hoy se presenta más robusta y adecuada al reto que enfrenta el país.

Señor Presidente,
Estamos convencidos de que una estructura institucional y normativa apropiada y eficaz es requisito fundamental para asegurar la salvaguarda de los derechos de los ciudadanos. Por ello, existe una importante presencia de agencias de la ONU en Colombia; hemos desarrollado un esquema de trabajo cada vez más estrecho con la Oficina de la Alta Comisionada de Naciones Unidas para los DDHH; presentamos de manera voluntaria el Examen Periódico Universal ante el Consejo de Derechos Humanos de  Naciones Unidas y nos hemos vinculado de manera abierta y transparente con la aplicación de los procedimientos especiales de Naciones Unidas; nos encontramos activamente comprometidos con el Sistema Interamericano de Derechos Humanos y valoramos y agradecemos la presencia en Colombia de la Misión de Apoyo al Proceso de Paz de la OEA, cuyas tareas de verificación sobre los procesos de desarme, desmovilización y reintegración han contribuido de manera crucial a los progresos alcanzados hasta la fecha. 
Así mismo trabajamos en estrecha cooperación con el Comité Internacional de la Cruz Roja, dando pleno respaldo a su presencia y acompañamiento al país. 

Producto de la convicción democrática del Gobierno colombiano y de la cooperación constructiva derivada de la interlocución con organismos internacionales, países amigos y organizaciones sociales, en los años recientes la política pública en temas relacionados con el Derecho Internacional Humanitario se ha visto nutrida a través de la adopción de una serie de medidas, a las que me quisiera referir brevemente:

Política Integral de DDHH y DIH
En enero de 2008, el Ministerio de la Defensa Nacional presentó oficialmente su Política Integral de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, que busca el cumplimento de tres propósitos fundamentales:

· Articular el sistema de enseñanza de DDHH y DIH que desde hace más de una década ha puesto en práctica el Ministerio de la Defensa Nacional
;

· Adecuar los métodos de instrucción de DDHH y DIH a las necesidades de la Fuerza Pública en el contexto nacional actual
, e; 

· Integrar todas las capacidades de que dispone la Fuerza Pública para asegurar el cumplimiento de sus obligaciones en materia de DDHH y DIH.

Manual de Derecho Operacional
Como complemento a las normas generales en materia de DIH, en el segundo semestre de 2009, y gracias a la colaboración ofrecida por el Comité Internacional de la Cruz Roja, el Gobierno de Canadá y catedráticos de diversos países, Colombia adoptó un instrumento que regula el uso de la fuerza por parte de las Fuerzas Militares. El Manual de Derecho Operacional, ofrece a la Fuerza Pública las herramientas necesarias para asegurar la juridicidad de las operaciones, brindar criterios orientadores para determinar cuál es el uso de la fuerza autorizado y adecuado para contrarrestar las amenazas en cada ambiente operacional -de acuerdo con el principio de proporcionalidad- y permitir a los operadores judiciales y disciplinarios el acceso a un compendio ordenado de normas nacionales e internacionales aplicables a la conducción de las operaciones militares.
El Manual de Derecho Operacional está dirigido a todos los comandantes militares hasta el nivel de unidad táctica, a los asesores jurídicos operacionales y a los operadores jurídicos, incluyendo autoridades judiciales militares y ordinarias, y al público en general.

Homicidio en Persona Protegida
Consciente de la gravedad de las denuncias sobre casos de homicidio en persona protegida presuntamente cometidos por agentes del Estado, en octubre de 2008, el Gobierno adoptó un conjunto de 15 medidas orientadas a erradicar esta práctica criminal. Si bien, a la fecha, los resultados evidencian la efectividad de las medidas, el Gobierno ha acordado un programa de colaboración con la Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, presente en Colombia, de tal forma que, a través de su acompañamiento y asesoría, los logros obtenidos hasta el momento se conviertan en avances estructurales y de largo plazo. 

Desaparición Forzada
En Colombia, los casos de desaparición forzada han estado directamente relacionados con las diversas formas de violencia que ha afectado al país. De ahí, que desde hace una década, se haya creado una Comisión de Búsqueda de Personas Desaparecidas (Ley 589 de 2000), organismo interinstitucional que cuenta con la participación de la sociedad civil
. La Comisión ha reportado avances importantes en el diseño y puesta en marcha de mecanismos para fortalecer la acción del Estado, como el Plan Nacional de búsqueda de personas desaparecidas; el Mecanismo de búsqueda urgente; el Registro Nacional de desaparecidos y cadáveres sin identificar; el Sistema de Información Red de Desaparecidos y Cadáveres y el Centro Único Virtual de Identificación.

De manera más reciente, en junio de 2009 el Consejo Nacional de Política Económica y Social adoptó un documento de política pública orientado a fortalecer los mecanismos de búsqueda e identificación de cadáveres de personas desaparecidas, a través del cual se incrementará la eficacia de los mecanismos existentes y garantizar así los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación, en el marco del proceso de justicia transicional que se está aplicando en Colombia.

Minas Antipersonales y municiones de racimo
Con la plena consciencia del daño y el sufrimiento que causan las armas de impacto humanitario, Colombia adhirió y ratificó la Convención de Ottawa sobre Minas Antipersonal y ha venido cumpliendo con sus compromisos de desminado por cerca de una década. En reiteradas oportunidades, el Gobierno Nacional ha encaminado sus esfuerzos a liderar  iniciativas internacionales para continuar trabajando en la eliminación total de este flagelo.
No obstante lo anterior, en lo que a juicio de mi país no merece más que la más enérgica de las condenas por parte de todos los miembros de la comunidad internacional sin excepción, los grupos armados ilegales que aún persisten en el territorio colombiano no han renunciado al uso de minas antipersonal para proteger sus cultivos de coca, amenazar a la población y, pretendidamente, impedir el acceso de la Fuerza Pública a determinados lugares del territorio en los que se encuentran sus campamentos o donde permanecen personas secuestradas.
El Estado colombiano mantiene su firme decisión de avanzar en la resolución definitiva de la problemática causada por las minas Antipersonal. Por ello, ha generado una infraestructura institucional que permite la recuperación de los territorios afectados; se ha esforzado por garantizar el pleno restablecimiento de los derechos de las víctimas y ha puesto en marcha de estrategias de prevención. Adicionalmente, en los próximos meses se hará efectiva la decisión de complementar los esfuerzos nacionales de desminado humanitario, actualmente adelantados por miembros de la Fuerza Pública, con la participación de organizaciones de la sociedad civil que se harán responsables de estas tareas en determinadas regiones del país. 
A través de la expedición, durante 2009, de un documento de política pública en el marco del Consejo Nacional de Política Económica y Social,  se definieron metas a corto, mediano y largo plazo, así como mecanismos de coordinación interinstitucional, para el logro de estos objetivos.
Así mismo, en diciembre de 2009, Colombia orgullosamente acogió a los Estados parte y observadores de la Convención de Ottawa, en la Segunda Conferencia de Examen llevada a cabo en la ciudad de Cartagena.
En lo que el Gobierno Nacional reconoce como un desarrollo coherente de su política de proscribir el uso de armas de impacto humanitario, Colombia adhirió a la Convención sobre Municiones en Racimo a través de su firma, en el momento de su adopción, en Oslo, en diciembre de 2008. En tanto se surten los trámites previstos en la normatividad interna para la ratificación del Instrumento, Colombia destruyó, durante 2009, la totalidad de su arsenal de este tipo de armamento en poder las Fuerzas Armadas.

Señor Presidente,
Las instituciones colombianas han resistido durante más de 40 años a los embates de los violentos; el pueblo colombiano ha visto aplazadas sus oportunidades de desarrollo por el costo que el Estado ha debido asumir para defender su democracia. Ahora, cuando la seguridad gana terreno, cuando el imperio de la Ley se hace tangible para la ciudadanía colombiana, más que nunca, el Gobierno reafirma su compromiso con el logro de la plena vigencia de los Derechos Humanos y la observancia del Derecho Internacional Humanitario. Ahora, cuando es más claro que nunca, que sólo de esta manera, las instituciones del Estado contarán con legitimidad y con argumentos, las armas más poderosas de las que dispone un Estado para derrotar a las amenazas a la democracia. 
Anexo V: Intervención de México
INTERVENCIÓN DE LA DELEGACIÓN DE MÉXICO EN EL MARCO DE LA SESIÓN ESPECIAL SOBRE DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS
 (Washington, D.C., 29 de enero de 2010)

Gracias señor Presidente,

Inicio expresando el agradecimiento y reconocimiento de México a esta Comisión por su excelente trabajo para la celebración de la reunión del día de hoy. Nuestro reconocimiento igualmente para el Comité Internacional de la Cruz Roja por su importante labor para la difusión y el respeto del DIH. 

Señor Presidente,

México mantiene una larga tradición de compromiso y respeto del derecho internacional humanitario.  2009 fue un año que registró avances significativos en la materia, a los que me referiré brevemente. 


El año pasado, México se unió al grupo de Estados que cuentan con órganos específicos de carácter consultivo en derecho internacional humanitario (DIH), con el establecimiento de la Comisión Intersecretarial de Derecho Internacional Humanitario. 


La CIDIH-México, órgano técnico de carácter permanente -creada por decreto presidencial-, tiene como propósito principal coordinar los esfuerzos del Gobierno Federal para implementar, en el ámbito interno, los diversos compromisos adquiridos por México en materia de DIH. 

El establecimiento de la Comisión nos permite reafirmar el compromiso de México con el desarrollo, fortalecimiento y promoción del DIH y encausa nuestros esfuerzos para contar con la legislación y las medidas internas necesarias para asegurar su aplicación a nivel nacional.

Uno de los primeros temas en la agenda de la recién creada Comisión será precisamente la implementación del Estatuto de Roma; ejercicio que nos permitirá incorporar, de una manera más clara, disposiciones contenidas en diversos instrumentos internacionales de DIH, como los cuatro Convenios de Ginebra.

Señor Presidente,

Como ya se mencionó al inicio de esta sesión, el 12 de agosto de 2009, se conmemoró el LX aniversario de la adopción de los Convenios de Ginebra, instrumentos que, como veíamos durante el curso del día de ayer, conforman el núcleo fundamental del DIH.  Este acontecimiento histórico fue motivo de numerosos eventos en todo el mundo.  

El 30 de noviembre pasado, la Cancillería mexicana organizó, con el invaluable apoyo del CICR, un evento con este motivo, a fin de evaluar la aplicación del DIH a más de medio siglo de la adopción de sus principales instrumentos, así como reflexionar sobre los retos que enfrenta.  La conclusión más importante que nos dejó esta conmemoración fue el reconocimiento de la vigencia plena de los Convenios de Ginebra.  A 60 años de su adopción, continúan siendo la base fundamental de los principios y normas que guían la conducción de las hostilidades, con el fin último de proteger la vida y la dignidad de las personas en situaciones de conflicto armado.

El compromiso de México a favor del respeto al DIH se manifiesta también en foros multilaterales. Como Miembro no Permanente del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas y Presidente de su Grupo de Trabajo sobre niños y conflictos armados, México presentó e impulsó la adopción, en agosto pasado, de la resolución 1882 que fortalece sustancialmente la protección de los niños como personas expuestas a una mayor vulnerabilidad en situaciones de conflicto armado.  

Nuestro compromiso en favor del DIH se refleja también en la activa participación de México en la negociación de instrumentos internacionales.  Particularmente de aquéllos que protegen a las víctimas de los conflictos armados del uso de armas de efectos indiscriminados.  Me refiero por supuesto a la Convención sobre Municiones en Racimo.  

México, primer país de la región en ratificarla, aprovecha esta Sesión para exhortar a los Estados Miembros que no lo han hecho aún, a que suscriban la Convención de Oslo y, a los que ya lo hicieron, a que la ratifiquen lo antes posible para lograr su pronta entrada en vigor.  

Por otro lado, en el marco del Grupo de Expertos Gubernamentales de la Convención sobre Armas Convencionales (la CACC), México continúa esforzándose por lograr un instrumento que atienda de manera efectiva las consecuencias humanitarias del empleo de las municiones en racimo y que incluya, por lo menos, los estándares mínimos contenidos en la Convención de Oslo.  

Mi delegación exhorta a los Estados Miembros a redoblar esfuerzos y participar constructivamente en el seno del Grupo de Expertos para obtener resultados concretos.  
También en el ámbito de la prohibición de armas, mi delegación desea hacer un reconocimiento especial al Gobierno de Colombia por albergar la Segunda Conferencia de Examen de la Convención de Ottawa.  A diez años de su entrada en vigor, los Estados Parte, las organizaciones universales y regionales, así como la sociedad civil, renovamos en Cartagena nuestro compromiso por un mundo libre de minas antipersonal lo antes posible, garantizando así el derecho de todas las víctimas a llevar una vida plena y digna.

Señor Presidente

Uno de los principales retos a los que se enfrenta el derecho internacional humanitario actual, se refiere a la falta de aplicación de sus normas, así como a la inexacta interpretación que de ellas hacen las partes en conflictos armados.

Creemos entonces que son necesarias acciones concretas encaminadas a la plena observancia de las normas humanitarias por todas las partes en conflicto –sea cual sea su naturaleza-.  Una de ellas es, sin duda, la armonización de la legislación nacional conforme a los estándares internacionales.  La cooperación y el intercambio de experiencias -objetivo que buscamos con estas sesiones-; el apoyo de las organizaciones regionales –como la propia OEA y sus diversos órganos-; así como el asesoramiento que brinda el CICR, resultan fundamentales para ese fin.

Como todo cuerpo de normas, el DIH es perfectible y, en la medida en que difundamos sus normas y principios, en la medida en que el público en general en nuestros países conozca su contenido, lograremos un mejor entendimiento de esta rama fundamental del derecho internacional y, por ende, un mayor respeto y una mejor aplicación de sus normas e instituciones.

Con ese propósito, para México, resulta fundamental mantener el tema de la promoción y el respeto del derecho internacional humanitario en la agenda de la OEA para promover un verdadero diálogo de alto nivel entre los Estados, acorde con el propósito con el que este segmento se incluyó en la sesión.
En ese sentido y ya para concluir señor Presidente, quiero anunciar que tal y como lo ha hecho en años anteriores, mi delegación presentará en marzo próximo el proyecto de resolución “Promoción y respeto del derecho internacional humanitario” en el marco del cuadragésimo período de sesiones de la Asamblea General, bajo el enfoque de hacer de éste un texto más racional, eficaz y centrado en la realidad de nuestra región.

Muchas gracias.
Anexo VI: Intervención de Ecuador
PRESENTACION DE LA DELEGACION DEL ECUADOR

COMISION DE ASUNTOS JURIDICOS Y POLITICOS

SESION ESPECIAL SOBRE DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO

WASHINGTON D.C., 29 ENERO 2010
En primer término, la Delegación ecuatoriana desea agradecer a la Presidencia, a la Secretaría y al Departamento de Derecho Internacional por la organización de esta Sesión Especial de Derecho Internacional Humanitario, así como a los versados  expositores  que en esta mañana nos han informado sobre diversos aspectos de esta relevante temática.  

Señor  Presidente:

El Ecuador está viviendo un proceso histórico de cambios profundos. El eje fundamental de la nueva política de Estado es, garantizar el irrestricto respeto a los  derechos fundamentales de todas las personas, sin importar su condición o nacionalidad.  Estos principios se encuentran plasmados en los textos de la nueva Constitución Política de nuestro país, y en todos los instrumentos jurídicos internacionales para la protección de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario, de los que el Ecuador es parte.
 
En ese contexto, nuestro país ratifica su apoyo a los acuerdos de Derecho Internacional Humanitario, creemos que los derechos de las personas son irrestrictos a la situación de la que provengan, por eso en la Nueva Constitución del Ecuador definimos que Son deberes primordiales del Estado garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales (Artículo 3 NCR).
 
Queremos reiterar que nuestra política de Estado promueve como Principio fundamental la paz, este valor fundamental ha sido plasmado en nuestra Constitución  donde se estipula que  el Ecuador promueve la paz y el desarme universal, (Art 416 NCR)  y que las acciones y penas por delitos de genocidio, lesa humanidad, crímenes de guerra, desaparición forzada de personas o crímenes de agresión a un Estado serán imprescriptibles y que ninguno de estos casos será susceptible de amnistía. Asimismo, para que estos delitos no queden en la impunidad, nuestra constitución establece que  las infracciones que hayan sido cometidas por un subordinado no eximirá de responsabilidad penal al superior que la ordenó ni al subordinado que la ejecutó (Artículo 80 NCR).
 
Con base en  estos principios actúa nuestro país en la aplicación del Derecho Internacional Humanitario. 
 
Para el desarrollo integral del Derecho Internacional Humanitario, el Ecuador conformó la Comisión Nacional para la aplicación del Derecho Internacional Humanitario, como órgano permanente, la misma fue creada mediante Decreto Ejecutivo Nº 1741 de 16 de agosto de 2006 y su Reglamento Orgánico Funcional entró en vigencia mediante Acuerdo Ministerial No. 74, el 09 de marzo de 2007. Dicha Comisión se encarga de promover el respeto y la aplicación de este derecho en el Ecuador y está integrada, por los Ministros de Gobierno y Policía, de Inclusión Económica y Social, Corte Nacional de Justicia, Fiscalía General del Estado, Asamblea Nacional, la Comisión de Derechos Humanos de la Asamblea Nacional, la Cruz Roja Ecuatoriana, que actúa como Secretaría de la Comisión, el Ministerio de Defensa Nacional como Vicepresidente y el Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio e Integración  tiene la Presidencia.
 
Sobre los antecedentes de la Comisión Nacional para la Aplicación del DIH y actividades realizadas durante 2007 y 2008, la Delegación del Ecuador informó lo pertinente en las pasadas dos Sesiones Especiales de DIH de esta Comisión,  material que consta como parte de los Informes de dichas Sesiones y que me releva de insistir  en esos aspectos.
 
De reciente data, debemos dar a conocer que, con el propósito de que los avances constitucionales se reflejen en las leyes de la República, la Comisión Nacional de Aplicación del DIH ha realizado el “Proyecto de Ley reformatoria del Código penal, Código de Procedimiento Penal y Código Orgánico de la función judicial” que se encuentra en proceso de revisión para la inclusión del derecho Internacional Humanitario en las leyes nacionales.
 

La Comisión, con relación a la Declaración y al Programa de Acción Humanitaria, aprobados en el 2006 por la XXVIII Conferencia Internacional de la Cruz Roja y  Media Luna Roja, sobre “las medidas que los estados deberían tomar en el plano nacional para aplicar el DIH”, ha puesto especial énfasis en una medida fundamental como es el proceso de fortalecimiento y de generación de nuevos espacios para la enseñanza del DIH.  
 
En tal contexto,  para continuar con los esfuerzos de reforzar el involucramiento de las altas autoridades de las instituciones del Estado, y  posicionar al Derecho Internacional Humanitario frente a otros actores y la sociedad en general, se suscribió un Convenio, que constituye un compromiso interinstitucional, con el fin de que la temática de DIH, se inserte en el currículum de formación del personal  por ejemplo, de las Fuerzas Armadas. 
 
Ello, partiendo del reconocimiento de que las Fuerzas Armadas tienen un papel preponderante en la tarea de defender la integridad de los Estados y para el mantenimiento de la paz entre las naciones, se realizaron varios  cursos de formación y seminarios sobre DIH en diversas escuelas y centros de formación de las tres ramas de las Fuerzas Armadas.
 
De la misma manera se han articulado estrategias para promover la capacitación de otros profesionales del sector público, tales como las autoridades legislativas, magistrados, jueces, fiscales, profesores de derecho internacional, miembros de la sociedad civil y medios de comunicación.
 
Para dicho cometido la Comisión Nacional para la Aplicación del DIH  realizo el I Encuentro “Frontera Norte: Políticas Públicas y Respuesta Humanitaria frente a las Necesidades de Protección de la Persona”, que tuvo lugar los días 28 y 29 de Octubre de 2009 en la ciudad de Ibarra – Ecuador.
 
El encuentro tuvo como objetivo facilitar un espacio de intercambio y reflexión técnica en torno al marco normativo internacional y nacional, así como en cuanto a las políticas públicas del Estado Ecuatoriano y respuesta humanitaria para una efectiva protección de las personas en el contexto de la frontera norte.
 
Los participantes  fueron autoridades, Secretaría técnica del Plan Ecuador, Fuerzas Armadas (Fuerza de Tarea Conjunta No. 1),  oficinas de terreno de las Naciones Unidas, organizaciones de la sociedad civil y cooperación internacional con presencia en la frontera norte. 
 
Esta actividad contó con el apoyo del Comité Internacional de la Cruz Roja, Delegación para Bolivia, Ecuador y Perú.
 
Lo referido se inscribe en la ardua tarea que el Ecuador ha realizado para la creación del marco legal apropiado para la aplicación del Derecho Internacional Humanitario, y para la mantención de una acción solidaria orientada a brindar eficaz ayuda humanitaria,  en particular a los miles de hermanos colombianos que huyen del conflicto interno que vive el vecino país, demostrando, de ese modo, nuestra profunda vocación de paz y de defensa de los derechos de las personas.

Debemos recordar que El principal problema que se afronta en la Frontera Norte del Ecuador es el de la pobreza y la inseguridad ciudadana que está relacionada con la evolución del conflicto interno colombiano que, en el transcurso de los últimos años, se ha desplazado hacia la frontera con el Ecuador. Para contrarrestar este fenómeno hemos destinado  más de 13.000 soldados de nuestras fuerzas armadas, esto garantiza nuestra soberanía, contribuye a mejorar los niveles de seguridad, pero no puede aliviar la pobreza.

No obstante, el Ecuador ha realizado una importante inversión financiera que asciende aproximadamente a 40 millones de dólares al año, a pesar de las limitaciones financieras nacionales, en función del cumplimiento del principio de responsabilidad internacional y de solidaridad.

 
En el  2009 también, se realizó una Sesión Especial de Derecho Internacional Humanitario en la Academia Diplomática, dirigida a autoridades de nivel directivo de las Carteras de Estado que conforman la Comisión Nacional de Aplicación del DIH en el Ecuador. 
 
La temática abordada en dicha Sesión Especial fue, por un lado,  conflictos armados de índole no internacional y el DIH y, por otro, la regulación del uso de la fuerza y la protección de las personas en otras situaciones de violencia que no alcanzan el umbral de un conflicto armado.
 
Gracias al apoyo del CICR se pudo contar con un experto internacional para facilitar la Sesión Especial.
 
Finalmente, señor Presidente, debemos destacar que la Subcomisión de Elaboración y  Seguimiento de Proyectos Normativos (SCESPN), de la Comisión Nacional de Aplicación del DIH, cuyo objetivo es impulsar un proceso de implementación del Estatuto de Roma de 1998, en particular los crímenes de guerra a la luz de los Convenios de Ginebra y Protocolos Adicionales, ha elaborado y entregado al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos el “Proyecto de Ley de delitos contra la Humanidad”, luego denominado Proyecto de Ley 'Delitos contra el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario', esto, a fin de que éste proyecto sea incorporado en el nuevo ordenamiento penal del Ecuador.
 
 
Así  mismo, esta Subcomisión ha adelantado varias reuniones con la Secretaría General Jurídica de la Presidencia de la República con el objeto de tratar a cerca del “Reglamento a la Ley de Uso y Protección del Emblema de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja”.
 
Estos son, Señor Presidente, a breves rasgos, los principales desarrollos y avances que hemos registrado el año pasado en el Ecuador en aras de la implementación y plena vigencia de DIH en nuestro país.

GRACIAS PRESIDENTE.
 
 
Anexo VII: Intervención de Perú 
INTERVENCION DE LA DELEGACION DEL PERU EN LA SESION ESPECIAL DE LA CAJP SOBRE DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO

29 DE ENERO DE 2010

MUCHAS GRACIAS SEÑOR PRESIDENTE

MI DELEGACION SE COMPLACE POR LA CELEBRACION DE ESTA SESION ESPECIAL SOBRE UN TEMA DE GRAN IMPORTANCIA PARA NUESTROS PAISES. POR ELLO, NUESTRO RECONOCIMIENTO A USTED Y A LA SECRETARIA. IGUALMENTE, DESEAMOS FELICITAR Y AGRADECER A LOS DISTINGUIDOS PANELISTAS POR SUS VALIOSAS PRESENTACIONES.

EN ESTE PUNTO, QUISIERA COMPARTIR LOS AVANCES REGISTRADOS EN EL PERU RESPECTO AL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO, TANTO EN EL PLANO DE INSTRUMENTOS INTERNACIONALES, COMO EN EL PLANO DE LEGISLACION NACIONAL Y ACTIVIDADES DE DIFUSION   SOBRE EL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO.

RESPECTO A LOS TRATADOS RELEVANTES AL DIH, EN FEBRERO DE 2009, EL ESTADO PERUANO RATIFICO EL “PROTOCOLO SOBRE RESTOS EXPLOSIVOS DE GUERRA DE LA CONVENCION SOBRE PROHIBICIONES O RESTRICCIONES DEL EMPLEO DE CIERTAS ARMAS CONVENCIONALES QUE PUEDEN CONSIDERARSE EXCESIVAMENTE NOCIVAS O DE EFECTOS INDISCRIMINADOS”. 

ESTA RATIFICACION GRAFICA LA VOLUNTAD DEL ESTADO PERUANO DE HACER FRENTE A LOS GRAVES PROBLEMAS QUE OCASIONAN LOS RESTOS DE EXPLOSIVOS  DE GUERRA DESPUES DE LOS CONFLICTOS ARMADOS, CON LA FINALIDAD DE REDUCIR AL MINIMO LOS RIESGOS Y EFECTOS DE ESTOS CON POSTERIORIDAD AL CESE DE UN CONFLICTO ARMADO.

EN CUANTO A LA ADOPCION DE MEDIDAS DE CARÁCTER NACIONAL PARA LA IMPLEMENTACION DEL DIH, DEBO MENCIONAR QUE EN AGOSTO DE 2009, SE APROBO EL REGLAMENTO DE LA LEY DEL SERVICIO MILITAR. LOS ARTICULOS 3 Y 6 DE DICHO REGLAMENTO SON RELEVANTES EN LA MEDIDA QUE LOS ESTANDARES INTERNACIONALES DE RESPETO AL DERECHO DEL NIÑO Y A LA PROHIBICION DEL RECLUTAMIENTO FORZOSO SON INCORPORADOS EXPRESAMENTE A LA LEGISLACION NACIONAL.

DE OTRO LADO, EN FEBRERO DE 2009 SE APROBO EL REGLAMENTO DE LA COMISION CONTRA LA FABRICACION Y EL TRAFICO ILICITO DE ARMAS DE FUEGO, MUNICIONES, EXPLOSIVOS Y OTROS MATERIALES RELACIONADOS, EN CONCORDANCIA CON LAS OBLIGACIONES CONTRAIDAS POR EL PERU EN ESTA MATERIA.

ES TAMBIEN PERTINENTE MENCIONAR QUE EN EL MARCO DEL PROCESO DE ADECUACION DE LA LEGISLACION PENAL AL ESTATUTO DE LA CPI, EL CONGRESO DE LA REPUBLICA HA CREADO LA COMISION ESPECIAL REVISORA DEL CODIGO PENAL. ESTA COMISION YA HA ELABORADO UNA PROPUESTA LEGISLATIVA PARA REGULAR LOS DELITOS CONTRA EL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS Y EL DIH, PROPUESTA 1707-07 QUE SE ENCUENTRA PENDIENTE DE DICTAMINAR. EN ESE CONTEXTO, SEGUIREMOS CON MUCHA ATENCION LAS LABORES DEL CJI SOBRE LA LEY MODELO ANUNCIADA ESTA MAÑANA.

POR SU PARTE, LA COMISION NACIONAL DE ESTUDIO Y APLICACIÓN DEL DIH (CONADIH) APROBO EN JUNIO DE 2009 UNA PROPUESTA FINAL SOBRE LA MODIFICACION AL CODIGO DE NIÑOS Y ADOLESCENTES, ASI COMO UNA PROPUESTA DE TIPIFICACION PENAL SOBRE EL RECLUTAMIENTO O AISLAMIENTO DE MENORES DE EDAD.

LA MISMA CONADIH APROBO, EN JUNIO DE 2009, UN DOCUMENTO DE RECOMENDACIONES DE CARÁCTER TECNICO PARA LAS FUERZAS ARMADAS Y POLICIALES EN EL MARCO DE LA “LEY DEL EMPLEO DE LA FUERZA POR PARTE DEL PERSONAL DE LAS FUERZAS ARMADAS EN EL TERRITORIO NACIONAL”.

EN LO QUE SE REFIERE A LAS TAREAS DE PROMOCION Y SENSIBILIZACION DEL DIH, LA CONADIH ORGANIZO EN LIMA EL V CURSO ANUAL DE CAPACITACION “MIGUEL GRAU”, EN ABRIL DE 2009. 

TAMBIEN SE HAN LLEVADO A CABO DIVERSAS MESAS DE TRABAJO SOBRE DIH DESCENTRALIZADAS EN LAS CIUDADES DE HUAMANGA, AYACUCHO Y TINGO MARIA, QUE ABORDARON TEMAS COMO REGULACION DEL USO DE LA FUERZA, PROTECCION DE LAS PERSONAS EN SITUACION DE CONFLICTO ARMADO Y OTRAS SITUACIONES DE VIOLENCIA INTERNA; ASI COMO LA PROBLEMÁTICA DE LAS PERSONAS DESAPARECIDAS Y SUS FAMILIARES Y LAS MEDIDAS DE PREVENCION.

FINALMENTE, DESEO DESTACAR QUE EL MINISTERIO DE DEFENSA Y EL CICR SUSCRIBIERON UN CONVENIO DE COOPERACION INTERINSTITUCIONAL PARA LA INTEGRACION DEL DIH EN LAS FUERZAS ARMADAS. UN CONVENIO SIMILAR DE LA CICR CON EL MINISTERIO DE EDUCACION SE ENCUENTRA EN EJECUCION PARA LA INTEGRACION DEL DIH EN LA ENSEÑANZA SECUNDARIA EN MI PAIS.

MI DELEGACION REITERA SU DISPONIBILIDAD PARA COLABORAR ACTIVA Y CONSTRUCTIVAMENTE EN EL SEGUIMIENTO DE ESTE TEMA EN EL SENO DE LA CAJP, COHERENTE CON EL COMPROMISO DEL PERU CON LA PROMOCION Y RESPETO DEL DIH.

MUCHAS GRACIAS.

Anexo VIII: Intervención de Uruguay
Intervención de Sra. Emb. María del Luján Flores

Sesión Especial sobre Derecho Internacional Humanitario

Señor Presidente:

Mi delegación desea hacer una puesta al día de los esfuerzos más recientes realizados por nuestro país en materia de Derecho Internacional Humanitario que reflejan una vez más la importancia que se le asigna y el fuerte compromiso que se tiene con este tema. A fines del año 2008 el Uruguay se hizo Parte de la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas.

El 23 de marzo de 2009 se ratificó el Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la aprobación de un signo distintivo adicional (Protocolo III) siendo de esta forma parte del conjunto de instrumentos jurídicos de Derecho Internacional Humanitario que reconocen símbolos universales de neutralidad, protección y asistencia. Asimismo hace pocos meses en septiembre pasado nuestro país se hizo Parte de la Convención de Oslo sobre Municiones en Racimo. En el marco de la profundización de esta área trascendente se han adoptado medidas tendientes a facilitar el acceso a la educación en Derecho Internacional Humanitario a las Fuerzas Armadas, particularmente a las misiones de paz uruguayas  así como también a nivel del Poder Judicial. En cuanto a la educación terciaria, las carreras de Derecho y Relaciones Internacionales continúan incorporando en sus planes de estudio la enseñanza de este Derecho de manera de asegurar el más amplio conocimiento y difusión.

Me voy a referir brevemente a la tipificación del delito de desaparición forzada de personas en la legislación uruguaya, así como a la previsión de reparación integral para las víctimas de este delito, entre otros, plasmada recientemente por vía legislativa.

Muchas gracias.
Anexo IX: Intervención de Panamá
Intervención de Panamá durante la Sesión Especial de DIH del 29 de enero de 2010

Muchas Gracias Sr. Presidente y distinguidos panelistas, constituye para esta delegación  un honor y especial satisfacción,  el participar de esta sesión especial sobre el Derecho internacional Humanitario, la cual nos permite renovar el compromiso de Panamá de respetar y hacer respetar el derecho internacional humanitario en todas las circunstancias.

Para halar de derecho internacional humanitario es necesario referirse, sin lugar a dudas, a la cuestión de la guerra, a la violencia armada y a los enfrentamientos en todo tipo por ser fenómenos que han enmarcado la historia de la humanidad.

Es de todos conocido, que los conflictos armados en el mundo se han multiplicado, en particular los conflictos de carácter no internacional que han adquirido dimensiones desastrosas para la humanidad. Estos conflictos en sí, ya no son los del siglo XIX, son guerras calificadas por los expertos como endógenas en las que se rompen las estructuras de los estados y sistemáticamente se toma como objetivo militar a la población civil, ya sea por su origen étnico, nacional o religioso. 

De este escenario se desprende el interés de reforzar los mecanismos de aplicación e implementación del sistema de protección del derecho internacional humanitario, sistema este que contiene medidas novedosas en materia de prevención de las infracciones, del control de sus preceptos y de la represión de las violaciones graves de sus disposiciones, lo que permitirá que se creen las condiciones que permitan garantizar la prevención de eventuales violaciones del derecho y controlar lo mas eficazmente su posible aplicación. 

En este sentido la República de Panamá ha registrado avances significativos tanto a nivel nacional como internacional. La primera mediante la adopción de normas humanitarias internacionales de prevención y sanción en el nuevo Código Penal de la República; y la segunda, con la cooperación y apoyo del comité internacional de la Cruz roja, creamos la Comisión Nacional Permanente para la aplicación del Derecho Internacional Humanitario,  la cual ha demostrado ser un mecanismo adecuando que facilita al estado el cumplimiento de las obligaciones internacionales diamantes de los instrumentos del Derecho Internacional Humanitario, como son la ratificaciones o adhesión a los convenios, incorporación en la legislación nacional y la difusión de la normativa en los niveles de la sociedad.

La Comisión Nacional es de carácter multidisciplinario y esta conformada por diversas instituciones, órganos del Estado, de los cuales la Asamblea Nacional ha venido desarrollando un papel importante para la aprobación de los instrumentos internacionales en la materia que nos ocupa.

A la fecha, Panamá ha ratificado dieciséis Convenios de la Haya, aplicables a la conducción de hostilidades o medios y métodos de combate, nueve convenios de Ginebra atenientes al respeto debido de las víctimas en conflictos armados, y ha incorporado en su legislación interna el uso y protección del Emblema de la Cruz Roja, de conformidad con el Protocolo Uno (I) a los Convenios de Ginebra.

Aún nos quedan metas por alcanzar, tales como ratificar el Protocolo V a la Convención de 1980, la Convención sobre Municiones en Racismo y el Protocolo III a los Convenios de Ginebra de 1949 sobre el tercer emblema denominado Cristal Rojo, para lo cual ya hemos iniciado procedimientos administrativos internos para someterlos a la consideración de la Asamblea Nacional de Diputados.  

Esta delegación se complace en afirmar que, del examen que se realice en esta jornada permitirá analizar los logros alcanzados a escala nacional y regional, en el proceso de ratificación de los instrumentos internacionales, y de su integración en el derecho interno, así como precisar los pasos que aún tenemos que dar en este campo para prevenir y sancionar las conductas que violen en las normas del Derecho Internacional Humanitario.

MUCHAS GRACIAS.

Anexo X: Problemática de Personas Desaparecidas en Perú
Enfoque, avances y desafíos del Perú en cuanto a la problemática de las personas 
desaparecidas y sus familiares
Presentación de la Misión Permanente del Perú ante la OEA
Sesión Especial sobre DIH – CAJP – OEA
Washington, 29 de enero de 2010

PRIMERA DIAPOSITIVA
· Título de la presentación.
SEGUNDA DIAPOSITIVA
· En el marco de situaciones de conflicto armado o situaciones de violencia interna, las causas de la desaparición de una persona trascienden la problemática de la desaparición forzada, propiamente dicha. Una persona puede desaparecer también debido a que su cuerpo se perdió o no se le ha logrado reconocer luego de un combate, o debido a que su cuerpo no ha sido enterrado formalmente, entre otros supuestos. Finalmente, más allá de las causas de una desaparición, el drama que queda por superar es siempre la espera de los familiares de recibir noticias sobre sus seres queridos.

· Las necesidades de los familiares de las personas desaparecidas son múltiples, por ello es necesario tener un enfoque amplio, como el que figura en las resoluciones ‘las personas desaparecidas y sus familiares’, adoptadas anualmente por la Asamblea General de la OEA, las cuales vienen siendo impulsadas por el Perú, desde el 2005. Este enfoque comprende cuatro dimensiones del problema y, consecuentemente, cuatro líneas de acción: prevención, esclarecimiento, tratamiento de restos humanos y apoyo a los familiares. A lo largo de esta presentación desarrollaremos cada una de estas dimensiones del problema. 

TERCERA DIAPOSITIVA
· Con respecto al ámbito de la prevención, nos permitiríamos resaltar tres grandes puntos: de un lado, el Perú ostenta un alto grado de participación en tratados relevantes para el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario, incluyendo la Convención interamericana sobre desaparición forzada; de otro lado, muchas medidas de carácter preventivo, tales como las relativas al registro de las detenciones (bastante específicas), como a la integración de las normas del DIDH y el DIH en todos los niveles educativos relevantes (FFAA, Policía Nacional, universidades, colegios) se encuentran ya integradas en el plano nacional peruano; finalmente, la existencia de la Comisión Nacional de Estudio y Aplicación del Derecho Internacional Humanitario (CONADIH), constituye también una herramienta del Estado para seguir promoviendo el conocimiento sobre principios y normas relevantes del derecho internacional de protección de la persona y, en particular, cabe señalar también diversas actividades que sobre esta temática ha organizado la CONADIH en el 2009 (nos referimos a dos mesas de trabajo en Ayacucho y Lima, respectivamente).   En resumen, el Perú enfoca el ámbito de la prevención, como un aspecto de especial relevancia y es en esa línea que nuestras autoridades se encuentran realizando varios esfuerzos. 

CUARTA, QUINTA y SEXTA DIAPOSITIVAS
· En lo que concierne al ámbito del esclarecimiento y al tratamiento de los restos humanos, debe señalarse que en el 2003, el Estado peruano recibió, a partir del Informe Final de la Comisión de la Verdad y Reconciliación (CVR), información específica sobre las dimensiones de la problemática de las personas desaparecidas y sus familiares, en relación al período 1980 – 2000.  Parte de esta información incluía datos sobre un aproximado de 4,644 sitios referidos de entierro (algunos colectivos y otros individuales) que implica, evidentemente, un reto en cuanto al diseño de planes de búsqueda, exhumación, identificación y restitución de los restos.  Cabe señalar que 'sitio referido' significa que sólo existen referencias de que ahí podrían existir restos humanos.

· A la fecha, no existen aún cifras finales sobre el número de personas dadas por desaparecidas (en el período 1980 – 2000), esto, pese a que diferentes fuentes plantean la existencia de un aproximado de 15,000 personas dadas por desaparecidas.  Debe precisarse que la ausencia de cifras finales responde a dos motivos: 1) queda pendiente aún recopilar información (el Consejo de Reparaciones, unidad creada por el Estado para censar a las víctimas del período de violencia 1980 - 2000, sigue recolectando información al respecto, y 2) no se ha logrado aún centralizar la información recogida luego del Informe de la CVR.

· Así, debe resaltarse que en el vigente proceso de búsqueda de personas desaparecidas, las investigaciones forenses (ordenadas por los fiscales) vienen incorporando también objetivos humanitarios. Debe tenerse en cuenta que cuando una investigación forense se aboca únicamente a fines penales, muchas veces se pierde la oportunidad de dar con la identidad de la persona.  Esto es lo que se pretende corregir. Así, se espera que las investigaciones forenses se aboquen también a fines humanitarios, produciendo así información sobre la identidad de la persona desaparecida, así como respuestas a las familias.  Es esta la línea que viene siendo seguida por cada vez más fiscales.

· El Estado peruano cuenta con un importante cuerpo de profesionales expertos en antropología forense, odontología forense, genética forense, biología forense, etc. A través del Equipo Forense Especializado del Instituto de Medicina Legal (IML), se canalizan los esfuerzos destinados a dar respuestas a los familiares de las personas desaparecidas. Además, en el Perú se cuenta con dos equipos forenses privados, organizados en dos ONGs: el Equipo Peruano de Antropología Forense (EPAF) y el Centro Andino de Investigaciones Antropológico-Forenses (CENIA). Además, otras instituciones vienen también participando de distintas formas en las investigaciones antropológico forenses (IAF), tales como la Defensoría del Pueblo, y otras ONGs, sea emitiendo informes, analizando sus avances o produciendo información que puede ser útil a la identificación de las personas desaparecidas.

· En los últimos años, la realización de investigaciones forenses de gran envergadura (Putis en Ayacucho y Santo Tomás de Pata en Huancavelica, por ejemplo) ha abierto expectativas de cientos de familias que esperan también recuperar los restos de sus seres queridos. Con el fortalecimiento de sus competencias técnicas y multidisciplinarias, las autoridades e instituciones peruanas concernidas se encuentran hoy haciendo esfuerzos importantes por dar respuesta a dichas expectativas.

· Las necesidades de las familias de las personas desaparecidas son de distinto tipo. Para aquellos que deben vivir constantemente con el dolor y la incertidumbre de no saber cual fue la suerte que corrieron sus seres queridos, de lo que se trata entonces es de darles la oportunidad de cerrar su ciclo de duelo, restituyéndoles los restos de sus seres queridos para que puedan procesar su dolor y seguir con sus vidas. Para cubrir este tipo de necesidades, las investigaciones antropológico-forenses son centrales. En el Perú, los avances de dichas investigaciones son significativos. El cuadro muestra el número de cuerpos recuperados, identificados y restituidos desde el 2002 por el IML. Como se puede observar, más de la mitad del trabajo se ha realizado entre el 2008 y el 2009, lo que significa que la capacidad de respuesta del Estado ha mejorado sustancialmente. Ahora el IML cuenta con un laboratorio en Ayacucho, la región más duramente golpeada por la violencia, y desde ahí dirige las operaciones forenses en la sierra sur central del país.

SÉPTIMA y OCTAVA DIAPOSITIVAS
· De otro lado, con respecto al apoyo a los familiares, otra de las necesidades de los familiares de las personas desaparecidas es resolver su situación jurídica. Muchos hijos no pueden heredar, muchas personas no pueden demostrar al Estado que ahora son viudas y volver a casarse, muchas personas no pudieron ser inscritas con el nombre de su padre, pues éste murió cuando estaban aún en el vientre. Una de las características ineludibles de la desaparición es que no se encuentren sus restos. Eso significa que probar legalmente la muerte no es sencillo, lo que deja en un limbo jurídico tanto al desaparecido como a sus familiares. 

· Para resolver ese problema el Estado peruano ha implementado un mecanismo de regulación jurídica a través de un proceso que involucra a la Defensoría del Pueblo y al Poder Judicial.  Si un familiar de una persona desaparecida quiere resolver su situación jurídica, debe presentar una solicitud a la Defensoría del Pueblo.  En cumplimiento de la Ley 28413, ésta abre una investigación para probar que la persona existió y que ya no se encuentra en el mundo, así su cuerpo no haya sido encontrado.  Si la investigación es positiva, la Defensoría del Pueblo emite una “constancia de ausencia por desaparición forzada”, y con este documento el familiar puede iniciar un trámite ante el Poder Judicial a fin de que éste le otorgue una “declaración judicial de ausencia por desaparición forzada”.

· Se aspira a que todo el proceso se desarrolle de manera sumamente rigurosa, cruzando información proveniente de distintas fuentes. Las actividades de verificación son: existencia de antecedentes (que haya existido o podido existir la situación en que desapareció la persona), cruce administrativo (uso del DNI en bancos u otro tipo de trámites) y entrevistas directas con familiares y testigos. 

· A pesar de que hasta ahora se han logrado tramitar 2561 y otros 872 están en proceso de verificación, el proceso presenta varios problemas que debe resolverse. Según la Defensoría del Pueblo, debido a las distancias (en áreas principalmente rurales), es difícil encontrar a los testigos y entrevistarse con ellos, y, muchas veces, hay poca información que cotejar. 

NOVENA DIAPOSITIVA
· De otro lado, con respecto al avance de las reparaciones, el Estado peruano ha emitido una Ley que crea un Plan Integral de Reparaciones (PIR) y dos instituciones encargadas de implementarlo: el Consejo de Reparaciones, encargado de hacer un censo de las víctimas a nivel nacional llamado “Registro Único de Víctimas”; y una Comisión Multisectorial de Alto Nivel (conocida como CMAN), a cargo de monitorear las políticas de Estado referidas a la paz, reparación y reconciliación.  En la práctica, el Consejo de Reparaciones hace la lista de víctimas individuales y colectivas y la CMAN se encarga de ejecutar la reparación en sí. 

· La ley que crea el Plan Integral de Reparaciones supone distintos programas: programa de reparación simbólica, colectiva, de restitución de derechos ciudadanos, de reparaciones en salud, de reparaciones económicas, en educación, y de promoción y facilitación habitacional. Hoy día, la CMAN ha avanzado en la implementación de las reparaciones colectivas. A la fecha se ha priorizado 1400 localidades y se ha entregado 474 reparaciones de alrededor de 100 mil soles cada una (unos 35 mil dólares americanos). Estas reparaciones están destinadas a las colectividades que se vieron afectadas como tales, es decir, que sufrieron arrasamiento, desplazamiento, destrucción de instalaciones y deterioro de bienes familiares y comunales. Son decididas de manera participativa con la población y las autoridades. 

DÉCIMA DIAPOSITIVA
· Como puede notarse, los avances en el Perú son significativos.  Sin embargo, consideramos que quedan pendientes algunos retos. 

· Finalmente, entonces, esta última diapositiva nos permite plantear algunos retos:

en el ámbito de la prevención:


consolidar los esfuerzos en materia de integración del derecho internacional de los derechos humanos y derecho internacional humanitario en todos los niveles educativos relevantes (fuerzas armadas, policía, universidades, colegios, entre otros); y

seguir promoviendo la aprobación del Proyecto de Ley 'Delitos contra el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario', que perfecciona el tipo penal de desaparición forzada, aún pendiente de aprobación en el Congreso de la República.
en el ámbito del esclarecimiento:
continuar con el fortalecimiento del sistema especializado en derechos humanos del Ministerio Público;

consolidar un espacio para los fines humanitarios enmarcados en las investigaciones forenses, además de los fines jurídico penales relacionados a las mismas; y


evaluar planes regionales de búsqueda de personas desaparecidas que permitan optimizar los recursos, habilitar la coordinación entre los actores e instituciones concernidas (fiscales, profesionales forenses, ONGs, etc., evitando así la re-victimización de los familiares), y favorecer una pronta respuesta a las familias.
en cuanto al tratamiento de los restos humanos:
estandarizar protocolos y procedimientos forenses entre las distintas instituciones forenses del país.


con respecto al apoyo a los familiares: 
continuar con la regularización de la situación jurídica de los familiares de las personas desaparecidas, a través del otorgamiento de las constancias de ausencia por desaparición (a cargo de la Defensoría del Pueblo); y

fortalecer las medidas de reparación (individual y colectivas) para los familiares de las personas desaparecidas, incluyendo la atención en salud mental.
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Mr. Chairman. Thank you very much for the opportunity to be here.

Your Excellencies, Ladies and Gentlemen,

The International Committee of the Red Cross, the ICRC, appreciates the opportunity it has been given to address this distinguished Committee about some initiatives recently taken to address the issue of missing persons and their families. 

Living in the dark about the fate of friends and relatives is the harsh reality facing hundreds of thousands of families affected by armed conflict or internal violence. In all continents, relatives desperately seek loved ones with whom they have lost contact. Their anxiety remains acute long after the conflict has ended. Each society should give itself all available means to end or, when all efforts have failed, to soften the suffering of families of missing persons.  Unhealed wounds can indeed undermine relationships between groups and nations for decades.

By missing person we mean a person whose whereabouts are unknown to his/her relatives and/or who, on the basis of reliable information, has been reported missing in accordance with national legislation in connection with an international or non-international armed conflict, a situation of internal violence or disturbances, or any other situation that may require the intervention of a competent State authority. Circumstances of disappearances are highly diverse. They encompass, but are not limited to, cases of enforced disappearances. They include as well situations when:

· Combatants have gone missing or been killed and their families and the authorities are not notified; 

· Individuals, including children, have been arrested, abducted, detained, or killed by armed groups not related to State authorities;  

· Persons disappear after the shelling and attack on their village or town; and,

· Persons are separated from their families following a conflict and are unable to get back in touch with their relatives through all existing means of communication.   

Families of the missing start searching for their loved ones immediately after separation. Too often, they embark for a painful journey fraught with many obstacles. They remain in a limbo as uncertainty prevents them to properly mourn, individually and collectively, the loss of loved ones. Their difficulties are not just emotional. The uncertain legal status of a spouse or a child of a missing person has direct impact in terms of property rights, pension, custody of minors, inheritance and remarriage.
Mr. Chairman, Excellencies, Ladies and Gentlemen,

Compliance with international humanitarian law and human rights significantly prevents disappearance. If civilians and members of the armed forces or of armed groups were treated in accordance with these rules, and if humanitarian organizations were allowed access to vulnerable individuals, there would be fewer missing persons and fewer families left to wonder about the fate of their relatives. States have the duty to act with determination to prevent disappearances, clarify the fate of missing persons, provide them and their families with an appropriate legal status, and lend assistance to families without news of their relatives.

Due consideration should be given to the rights of the missing persons. A missing person has a right to be searched for and recovered. A thorough investigation should be conducted until a conclusion can be drawn as to his/her fate. A missing person should also be protected from being declared dead without supporting evidence. The legal personality of the missing person should be recognized. It is therefore desirable to provide an interim period of absence before a death certificate is issued. Missing persons returning after a prolonged period of absence should recover all his/her rights and be supported for his/her reintegration into society.

Specific attention should be paid to making effective the rights of the families of the missing persons. They have the right to know, i.e. to receive information about the fate and whereabouts of the missing persons, and if dead, the circumstances of death and place of burial, if known, and to receive the mortal remains whenever possible. The recognition of a specific legal status for the missing persons goes hand in hand with the recognition of a specific legal status for the spouse and dependents of the missing persons. In addition to protecting their interests, such a legal status should allow dependents to access financial assistance and social benefits according to their specific needs.

Mr. Chairman, Excellencies, Ladies and Gentlemen,

Developing coherent policies and action at State level often requires the adoption of new laws and regulations for ensuring the best possible protection for missing persons and their families. In line with its mandate to promote respect for international humanitarian law (IHL), the ICRC, through its Advisory Services on IHL, has elaborated guiding principles or a model law addressing the problems of missing persons and their relatives. Based on the support given to the authorities of Bosnia-Herzegovina in the drafting and adoption of a Law on the Missing in 2004, these principles, published in 2007, have also taken into consideration the various initiatives that had been taken at national level and in particular in the Americas, to concretely address the issue of the missing. 

The Principles for legislating the situation of persons missing as a result of armed conflict or internal violence are offered as a tool to assist States and their national authoritative bodies with the adoption of legislation to address, prevent and resolve situations of missing persons. The tool serves as a set of guiding principles and a checklist to help authorities assess if all issues are covered by their domestic legislation, and if necessary, review and adapt it. It covers the fundamental concepts of the law regarding the rights of missing persons and their families, alongside the State’s obligation to ensure and uphold these rights. The model law is divided into chapters that outline basic rights as well as certain enforcement measures in situations prior to the disappearance of persons; once they are reported missing, such as the tracing of missing persons; and in the eventuality of suspected or actual death, such as the search for and the recovery and treatment of the dead. The notion of prevention is addressed by a provision dealing with the adoption of preventive measures of identification, and is directly linked to the chapter on criminal responsibility seeking to establish violations of the law as criminal and therefore, liable to prosecution and penal sanctions.

The Principles have been used and translated in numerous countries where ICRC develops activities in favor of the missing and their families. The operational use of the Principles often starts by the mapping of the existing laws and regulations. A compatibility study with the Principles is then carried out and serves as a basis for discussion with the authorities with a view to sensitizing them on the issue of the missing and initiating any drafting process, when necessary. Such approach has been followed in Armenia, Azerbaijan, Nepal, Russia, and Guatemala. The Kosovo authorities are currently drafting a law on missing persons directly based on these Model Law/Principles. At a regional level, the Inter-parliamentary Assembly of the Commonwealth of Independent States has adopted in November 2008 its own model law of missing, contextualizing the ICRC model law.

The model law is not meant to be adopted as such by any country. In many cases, only partial revision of legislation is required. The success of the model law should not be measured by the number of legislators who copy-past its articles but rather by the number of States adopting comprehensive legislation that addresses the situation of missing persons. In the long term, the goal would be to resolve cases of missing persons and bring closure to the suffering of their families and, ultimately, to prevent future cases of disappearance. The ICRC wishes to have the model law used by other organizations sharing this goal and wishes to promote it to all stakeholders. The 2009 joint publication with the Inter-Parliamentary Union of a Handbook for Parliamentarians on Missing Persons, incorporating the model law is an important step for the effective dissemination of this tool.

Mr. Chairman, Excellencies, Ladies and Gentlemen,

To conclude, the ICRC wishes to recognize the important role played by the Organization of American States and its Members States in resolving the fate of the missing and supporting their families. The 1994 adoption of the Inter-American Convention on the Forced Disappearance of Persons in 1994 and the adoption by the General Assembly of its resolutions on persons who have disappeared and assistance to members of their family (for example, resolution AG 2513, of June 4, 2009) are only the visible parts of a determination demonstrated in other multilateral fora and through implementation of various measures by Members States. The ICRC remains dedicated to addressing the issue of missing persons and stands ready to support any initiative in that domain.

Thank you.
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Your Exellency, Ambassador Skinner-Klée, Excellencies, Ladies and Gentlemen, 

It is a great pleasure and an honor for me to address the distinguished members of the Committee on Juridical and Political Affairs on the respective efforts of the Organization of American States (OAS) and the United Nations (UN) to promote international humanitarian law (IHL). 
The last of the topics on this special meeting’s agenda, namely to compare OAS and UN efforts in regard to IHL, and to discuss possible synergies between these efforts, as well as opportunities for greater interaction between the two organizations in promoting IHL, is both highly topical and timely. 
The role that regional and sub-regional organizations can play in support of UN activities, particularly in the frame of chapter VIII of the UN Charter, is indeed a topic, which has been debated for many years within the UN, and has been the subject of various reports of the UN Secretary-General. These reports generally examined how regional organizations are contributing or could contribute to the maintenance of international peace and security, a task for which the UN Security Council holds the primary responsibility. They also highlighted the comparative advantages and experience of regional and sub-regional organizations in this domain, particularly based on their great knowledge of and familiarity with the situations in their Member States, and the respective domestic constitutional and legal orders and local customs and culture. Only a few weeks ago, UN Secretary-General Ban Ki-moon invited high representatives from eleven international and regional organizations, including the OAS, to a two-day retreat. His objective was to further explore with these organizations avenues for strengthening cooperation between the world body and regional and sub-regional organizations, and to identify new areas that could benefit from enhanced synergies and interaction between them. 
The topic is also highlighted on the UN Security Council’s agenda. The Council examined it repeatedly during recent years, mainly with a view to improve collective security through enhanced partnerships and cooperation with regional organizations. It decided to devote its first thematic debate of 2010 to this important theme. The debate, with participation of the UN Secretary General and regional organizations, was held on 13 January 2010 under the Council’s Presidency of China. It resulted in a Presidential Statement (S/PRST/2010/1), in which the Council expressed, among other things, its intention to consider further steps to promote closer and more operational cooperation between the UN and such regional and sub-regional organizations in different fields. These fields include early warning of conflicts as well as prevention, peacemaking, peacekeeping and peacebuilding. The Security Council also expressed its willingness to ensure the coherence, synergy and collective effectiveness of the respective efforts made in these fields.
Mr. President, Excellencies, Ladies and Gentlemen,  
It is not at all my intention here to provide you with a lengthy report on the recent discussions at the UN regarding the world body’s cooperation with regional organizations (editor's note: for those of you interested I would be happy provide references to the relevant meeting records and documents). However, a few elements emerged from the recent debates that are worth mentioning for their relevance to our discussion. 
For example, for the first time, cooperation in the field of maintenance of international peace and security was considered more prominently from a slightly broader angle, including early warning, conflict prevention, peacemaking, peacekeeping and peace building. Several organizations participating in the discussions and several Council Members furthermore pointed out that there were a number of other areas where the efforts of UN bodies, including the Security Council, could either complement the work of regional and sub-regional organizations or benefit from the latter’s contribution and experience. The following areas were specifically highlighted: promotion of human rights; promotion and respect for the rule of law; protection of civilians in armed conflict; protection of children affected by armed conflict; enhancing protection for women; limiting the uncontrolled availability and transfer of small arms and light weapons, as well as countering their illicit trade; and combating impunity and ensuring accountability for serious violations of human rights and of international humanitarian law. One Member State pointed to the important role that regional organizations could play in implementing Security Council resolutions of a thematic nature linked to the areas just mentioned. I believe this role could also apply to decisions of the UN General Assembly. 
Mr. President, Excellencies, Ladies and Gentlemen,  
Both organizations, the OAS and the UN, have been addressing humanitarian issues system-wide over many years and have been promoting IHL in an increasingly systematic and focused way. The time is certainly ripe to assess if, and how, it could be beneficial to both organizations and their Member States, to pool efforts, share expertise and increase synergies in their respective activities.

A brief overview of how the OAS, and respectively the UN, have promoted IHL and the protection afforded by this body of law to people affected by armed conflict might inform such assessment. I will then indicate a few selected areas of UN action that converge with efforts by the OAS, and which, when seen through the lens of the ICRC, could benefit from enhanced interaction between the two organizations. 
Let me thus start with a few observations regarding the OAS and promotion of IHL. 

As was highlighted by other panelists this morning, IHL and humanitarian issues feature prominently in the work of the OAS. The importance that IHL has acquired for the inter-American system and the consistency of efforts aimed to promote knowledge, adherence and domestic implementation of the relevant instruments are striking and must be commended.  The importance attributed to IHL is specifically evidenced by the resolution dedicated to the promotion and respect of IHL that has been adopted consistently on an annual basis since 1994 by the OAS General Assembly, thanks to the efforts of this distinguished Committee. It is also evidenced by the references to IHL rules and calls for their promotion and respect contained in numerous other important declarations and resolutions of OAS entities, in particular its General Assembly. The attention given in recent years to specific humanitarian concerns and thematic issues relevant for Latin America is yet another aspect worth highlighting. These include missing persons and the right to truth; protection of internally displaced persons; protection of the fundamental rights and freedoms of detained persons; promotion of international criminal justice, including support for the International Criminal Court; and regulations to limit the effects of certain weapons or curb their uncontrolled availability. This is not an exhaustive enumeration. Overall, the OAS has steadily deepened its expertise in IHL and broadened its support for this body of law and related issues, and in doing so has acquired a uniquely rich experience in this field.  

Two further elements deserve special mention here. The first relates to the mechanisms created through the annual IHL resolution with a view to encourage Member States’ action in support of IHL. This includes inviting Member States to regularly inform the CJPA of action they have taken at the national level. The second relates to the programmatic paragraphs of the resolution to be implemented by OAS bodies and entities, and which have resulted in the institutionalisation of debates on current issues of IHL, such as the present annual special meeting or the IHL course conducted yesterday.  

On the part of the United Nations, there have also been relevant developments in recent years. 

The UN system has always played a role in monitoring and seeking to control the behaviour of parties to armed conflicts. This role arises from the UN Charter. The Security Council, the General Assembly, and the Human Rights Council, for example, are constantly monitoring armed conflict situations around the world. Each does so according to its particular jurisdiction and working methods, but a common aim is to improve the protection and safety of populations and individuals affected by these situations. Furthermore, the multiple tasks and activities of the UN through its various bodies and entities often have very direct implications of a humanitarian nature and for IHL. Sadly, there are still too many armed conflicts around the world both international and of a non-international character. IHL therefore features more prominently every day on the UN’s agenda and is increasingly cited in resolutions and decisions of the UN decision-making bodies. 

The UN Secretariat and associated structures also increasingly refer to this body of law, its rules and underlining principles. They have integrated the promotion and monitoring of respect for IHL rules in many of their activities and reports. Several departments of the Secretariat have become directly involved with promoting IHL. This is the case for the Office of Legal Affairs (OLA), whose functions include that of depository of treaties adopted within the UN, including certain IHL instruments; the Office of Coordination of Humanitarian Affairs (OCHA), which oversees humanitarian and policy issues; and the Department of Peacekeeping Operations. The Office of the Special Representative of the Secretary-General for Children and Armed Conflict is also to be mentioned. It monitors and regularly reports to the Security Council, violations and abuses against children in specific contexts of conflict. 

Regarding relevant decisions and instruments of UN decision-making bodies such as the General Assembly and the Security Council, which refer to IHL and may be of potential interest for the OAS or converge with OAS efforts on IHL and related issues, I would like to mention the following: 

At the level of the UN General Assembly:  

· a biennial resolution negotiated in the frame of the Sixth Committee (legal affairs and international law) on the topic of “Status of the Protocols Additional to the Geneva Conventions of 1949 and relating to the protection of victims of armed conflicts” 

· several resolutions negotiated in the frame of the Third Committee (social, humanitarian and cultural issues) on an annual or a biennial basis, in particular on the following topics that are also discussed within the OAS:

· Intensification of efforts to eliminate all forms of violence against women

· Torture and other cruel, inhuman or degrading treatment or punishment
· Protection of and assistance to internally displaced persons
· International Convention for the protection of all persons from enforced disappearance
· Protection of human rights and fundamental freedoms while countering terrorism
· Rights of the child
· Extrajudicial, summary or arbitrary executions
· Missing persons, and
· Context specific human rights situations;

· an annual resolution related to the report of the International Criminal Court;

· an annual resolution on the strengthening of the coordination of emergency humanitarian emergency assistance of the UN;

· an annual resolution on the safety and security of UN and associated personnel; and,

· the report of the UN General Assembly's Special Committee on Peacekeeping Operations (that examines on an annual basis all questions related to UN peacekeeping) and the related resolution.

At the level of UN Security Council action: 

· regular open debates, resolutions and Presidential statements on each of the three protection themes of the Council, namely:  Protection of civilians in armed conflict (last S/RES 1894 of 2009), Children and armed conflict (last S/RES 1882 of 2009) and  Women, Peace and Security (last S/RES 1888 and 1889 of 2009).  

Finally, I would also like to draw your attention to the following reports of the UN Secretary-General: 

· Status of the Protocols Additional to the Geneva Conventions of 1949 and relating to the protection of victims of armed conflicts, submitted every two years to the attention of the General Assembly 

· Strengthening humanitarian emergency assistance of the UN, submitted on an annual basis to both the ECOSOC and the UN General Assembly, and 

· Reports established every 18 months to the attention of the UN Security Council on the Protection of civilians in armed conflict.

Mr. President, Excellencies, Ladies and Gentlemen, 

From an ICRC perspective, two specific selected areas of UN action that converge with efforts by the OAS, in particular with efforts by this distinguished Committee, could particularly benefit from an enhanced interaction and synergies between the two organizations.

The first one relates to the UN General Assembly debate on the item: “Status of the Protocols Additional to the Geneva Conventions of 1949 and relating to the protection of victims of armed conflicts”. 

The examination of this item by the UN General Assembly every two years presents many similarities with the debate surrounding the resolution negotiated under the authority of this distinguished Committee on the promotion and protection of IHL in the Americas.  The item was first included in the agenda of the thirty-forth session of the UN General Assembly in 1977 pursuant to the adoption, that same year, of the two Additional Protocols to the Geneva Conventions. Since then, the UN General Assembly has been considering the question biennially. In the first years of its consideration, the focus was limited to supporting and promoting participation of States in the 1977 Additional Protocols. Over the years however, the biennial dialogue has developed into a platform for an exchange of views on IHL among UN Member States, on the progress made in its domestic implementation and on the level of respect for obligations under IHL and its rules in specific contexts of armed conflict. This broadening of the debate is also reflected in the relevant resolutions that are traditionally adopted by consensus with a high number of sponsors. While initial editions of the resolution focused exclusively on the 1977 Additional Protocols, references to other IHL instruments have gradually found their way into the consensus text. The Convention for the Protection of Cultural Property in the Event of Armed Conflict and its two Protocols, as well as the Optional Protocol on the Convention on the Rights of the Child on the involvement of children in armed conflict are specifically mentioned in the text, which also refers in general terms to "other relevant documents". Furthermore, recent developments in the control of certain weapons are also referenced in the resolution's preambular paragraphs. 

The resolution is of particular interest because it establishes a certain form of reporting mechanism, similarly to that provided in the OAS resolution on the promotion of IHL. Specifically it requests the Secretary-General to submit a report to the consideration of the UN General Assembly. based on information received from Member States and the ICRC. 

The 2008 version of the resolution adopted in the frame of the 63rd UN General Assembly (A/RES/63/125), among others: 

· reaffirmed the continuing value of established humanitarian rules relating to armed conflicts and the need to respect and ensure respect for those rules in all circumstances 

· stressed the necessity of making the implementation of international humanitarian law more effective; 

· called upon Member States to disseminate knowledge of IHL as widely as possible, and upon all parties to armed conflict to apply IHL; and 

· includes a reference to cluster munitions, the entry into force of Additional Protocol III of 2005 to the Geneva Conventions as well as a reference to the customary IHL study published by the ICRC. 

In its operative part, the text specifically affirms the necessity of making the implementation of IHL more effective. It welcomes the increasing number of national commissions or committees for the implementation of IHL, as well as the ICRC Advisory Service activities in supporting efforts made by Member States. 

The item on the "Status of the Additional Protocols" is included again in the provisional agenda of the 65th session of the UN General Assembly and the Secretary-General is to submit another report on the subject. With the support of the UN Legal Counsel, the Secretary-General will soon invite UN Member States to provide information on action taken and efforts made in support of IHL. The deadline is expected to be June 2010.

In the past some Latin American and Caribbean States have been contributors to the report, but the ICRC believes that many more could join them and file national reports to the UN Secretary General in accordance with the resolution.  The OAS, through its Member States’ contributions could enhance the debate and make the relevant resolution more useful. The national reports and the debate at the UN's Sixth Committee would in particular benefit from the rich information provided by Member States during today's session to this Committee. 

Over the years, the resolution on the promotion and protection of IHL in the Americas adopted by the OAS General Assembly has developed into a comprehensive and rich text and programme that has sometimes served as a model and source of inspiration for action by other organizations. The CJPA could examine how far the resolution or its content, as well the experience gained through its negotiation process, could be shared at the level of the UN General Assembly's  Sixth Committee and support the advancement of its respective debate on the "Status of the Additional Protocols". 

Mr. President, Excellencies, Ladies and Gentlemen, 

The second specific opportunity ICRC sees for enhanced contribution from the OAS and its Member States relates to the UN Security Council's thematic work in support of respect for IHL. I refer here to the thematic topics of Protection of civilians in armed conflict (POC) agenda, the establishment of a monitoring and reporting mechanism on children and armed conflict, as its sustained action to protect women in armed conflict, in particular from sexual violence. In January 2009, the Security Council has also for the first time held a specific debate on IHL. 

I would like to share some thoughts more particularly on the Council's POC agenda: 

The UN Security Council first considered this thematic item in 1999, and adopted its first resolution this same year. In this resolution S/RES 1265, the Council committed to take measures to ensure the protection of civilians from the effects of armed conflict and to prevent violations of IHL, demanded that all parties comply with their obligations under IHL and stressed the importance of consultation and cooperation between the UN, the ICRC and other relevant organizations. The Council also requested the Secretary-General to regularly inform on the situation of civilians affected by armed conflict. 

Since then, the theme is debated regularly, every six months in the frame of an open thematic debate of the Council, and every 18 month, it is the subject of a specific report by the Secretary-General. The Security Council has adopted five resolutions on this topic since 1999, the last one in November 2009 (S/RES 1894) and has pronounced several Presidential Statements.  An important framework of tools was also developed within the UN Secretariat to guide and support Security Council action in this field. 

These resolutions have been gradually addressing an increasing number of specific issues linked to civilian protection in armed conflict, with many steadily reinforced important references to IHL. 

Resolution 1894 is a very comprehensive detailed text in support of the respect of IHL. Importantly, it states in its preamble that the Geneva Conventions together with the Additional Protocols constitute the basis for the legal framework for the protection of civilians in armed conflict. The resolution also emphasizes the responsibility of States to comply with their relevant obligations to end impunity and to thoroughly investigate and prosecute persons responsible for war crimes, genocide, crimes against humanity and other serious violations of IHL. More generally, it focuses on improving the protection of civilians through strengthening the rule of law, on improving effectiveness of activities by UN peacekeepers and other missions aimed to protect civilians and civilian populations, and on strengthening the existing framework for civilian protection in armed conflict. Finally, operative paragraph 34 of the text stresses the importance, and I cite, "…of consultation and cooperation between the United Nations, the ICRC and other relevant organizations including regional organizations to improve the protection of civilians in armed conflict".  

The Security Council POC agenda also faces a certain number of challenges, which may be shared by other organizations. One such challenge relates to the lack of clarity of the term "protection" and to the question of what "protecting civilians in armed conflict" concretely entails and whose responsibility it is. This challenge is at present a very concrete one especially for UN peacekeeping operations that are increasingly entrusted with civilian protection mandates and tasks. A debate on this issue is ongoing and will likely intensify in coming weeks or months. A study commissioned jointly by the UN Office for the Coordination for Humanitarian Affairs and the Department of Peacekeeping Operations that was circulated this month will serve as a basis for the debate. 

Another challenge in this frame of potential interest to the OAS relates to the promotion of accountability of State as well as non-State parties for serious violations of IHL and human rights law.  Other issues might also continue to be debated, including respect of IHL by non-State armed groups and engagement with them with a view to encourage such respect; assistance in building the capacity of regional organizations to better protect civilians; and proper training of UN military personnel and troops to be deployed in contexts with civilian protection tasks. 

We believe that this is yet another area of possibly convergent interest in which a sustained contribution from OAS Member States or the OAS through this distinguished Committee, based on the acquired experience and expertise, could be of benefit. Such contribution could also include any action in support of implementation of UN Security Council resolution S/RES 1894.

Mr. President, Excellencies, Ladies and Gentlemen, 

The topic I just presented is broad and would deserve a much deeper analysis of respective efforts of the OAS and the UN in support of respect for IHL than this quick overview. My objective was to illustrate that there definitely are OAS – UN convergent interests and opportunities in the promotion of IHL. I hope that the few comments I shared with you today will provide you with some "food for thought" and will motivate this distinguished Committee and its Members to look into ways of strengthening synergies with the United Nations in this field. 

Thank you for your attention.

Anexo XIII: Tipificación del delito de desaparición forzada en Uruguay

Intervención de la Sra. Emb. María del Luján Flores

Sesión Especial sobre Derecho Internacional Humanitario

Señor Presidente:

Me voy a referir brevemente a la tipificación del delito de desaparición forzada de personas en la legislación uruguaya así como a la previsión de reparación integral para las víctimas de ese delito, entre otros, plasmada recientemente por vía legislativa. La ley 18026 de 25 de septiembre de 2006 implementa a nivel interno el Estatuto de la Corte Penal Internacional. Su título II denominado Crímenes de Lesa Humanidad contiene dos capítulos, el primero sobre estos crímenes referido  al Estatuto de Roma (artículo 18) y el segundo cuando se trata de actos aislados (artículos 19 y siguientes).

La Ley tipifica (artículo 18) los crímenes de lesa humanidad por la técnica de la remisión al Estatuto de Roma. Comprende por lo tanto a todos los actos inhumanos previstos en el artículo 7 del referido Estatuto como crímenes de lesa humanidad: a) asesinatos, b) exterminio, c) esclavitud, d) deportación o traslado forzoso de población, e) encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación de normas fundamentales de derecho internacional, f) tortura y otros así como la desaparición forzada de personas.  Estos crímenes podrán ser cometidos por integrantes del Estado o de organizaciones. Se trata de conductas que se ejecutan en el contexto o como parte de un ataque generalizado o sistemático contra la población civil, con conocimiento de dicho ataque y en tiempo de guerra o de paz.

En el capítulo 2 sobre crímenes de lesa humanidad-actos aislados, se reconoce para determinadas conductas el carácter de crímenes de lesa humanidad aún cuando se cometan fuera de un contexto de ataque generalizado y sistemático, siempre que se realicen por agentes del Estado o con su autorización, apoyo o aquiescencia. Se tipifican como crímenes de lesa humanidad, hechos aislados que se corresponden con la “criminalidad gubernamental”. Dentro de ello se encuentra el artículo 21 relativo a la desaparición forzada de personas. 

La disposición adoptada tuvo como antecedente la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas de la OEA de 9 de junio de 1994, aprobada por el Uruguay por Ley 16724 de 1º de noviembre de 1995. El artículo distingue dos hipótesis distintas: a) de cualquier manera o por cualquier motivo proceder a privar de libertad a una persona, seguido de la negativa a informar sobre la privación de libertad o el paradero o la suerte de la persona privada de libertad; (o) b) de cualquier manera o por cualquier motivo, omitir o negarse  a brindar información  sobre el hecho de la privación de libertad de una persona desaparecida, su paradero o suerte. 

El delito desaparición forzada es considerado como delito permanente, mientras no se establezca el destino o paradero de su víctima.

El Juez podrá considerar como atenuantes del delito de desaparición forzada de personas las siguientes circunstancias: a) que la víctima sea puesta  en libertad indemne en un plazo menor a 10 días; b) que se informe o actúe para posibilitar o facilitar la aparición con vida del desaparecido. Estos atenuantes  no son preceptivos sino que su consideración por el Juez es facultativa.

El 18 de septiembre de 2009 se aprobó la Ley 18.596 que repara integralmente a las víctimas de la actuación ilegítima del Estado durante el período comprendido entre el 13 de junio de 1968 y el 28 de febrero de 1985.

En su capítulo I hay un reconocimiento por parte del Estado del quebrantamiento del Estado de Derecho producido desde el 27 de junio de 1973 hasta el 28 de febrero de 1985 y de las violaciones a los derechos humanos y derecho internacional humanitario que tuvieron lugar. 

Asimismo su artículo 2 admite la responsabilidad del Estado por la realización de prácticas, entre otras la de desaparición forzada  en el período comprendido desde el 13 de junio de 1968 hasta el 26 de junio de 1973, marcado por la aplicación sistemática de las medidas prontas de seguridad e inspirado en la doctrina de la seguridad nacional.  En su artículo 3  se reconoce  el derecho a la reparación integral a todas aquellas personas que por acción u omisión del Estado se encuentren comprendidas en las definiciones de los artículos 4 y 5 de la Ley que definen a quienes se consideran víctimas. La reparación comprende medidas adecuadas de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición. 

En el capítulo IV de la Ley se crea una Comisión Especial en el ámbito del Ministerio de Educación y Cultura para dar cumplimiento a lo establecido por ella, la que expedirá un documento a nombre del Estado que acredite la condición de víctima y su responsabilidad por haber afectado la dignidad humana. El pasado 3 de noviembre quedó integrada la Comisión Especial la que recibirá por escrito las solicitudes de reparación acompañada de la correspondiente documentación. El Gobierno de la República ha procurado darle la más amplia difusión a la Ley de referencia para lo cual ha proporcionado formularios a ser completados por los interesados tanto dentro como fuera del territorio nacional.

Muchas gracias.









� FILENAME  \* MERGEFORMAT �CP23842S01�








�� Artículo 222 de la Constitución Nacional: “En las etapas de su formación, se les impartirá (a los miembros de la Fuerza Pública) la enseñanza de los fundamentos de la democracia y de los Derechos Humanos”.


� Política Integral de Derechos Humanos, parrafo 10: “En los últimos 15 años, el Ministerio de Defensa Nacional ha instaurado un sistema sin duda único en el mundo de capacitación en DDHH y DIH, para desarrollar ese mandato: en la actualidad existen 208 oficinas de DDHH y DIH en unidades de la Fuerza Pública, 161 en unidades de las Fuerzas Militares y 47 en unidades de la Policía Nacional. El sistema está encabezado por una nueva Dirección de DDHH en el Ministerio de Defensa, que asegura la conducción estratégica de todo el aparato. En 2007, 108.953 hombres y mujeres de la Fuerza Pública recibieron instrucción extracurricular en DDHH y DIH en talleres y seminarios, adicional a la que en la materia se imparte en las escuelas de formación, los cursos de ascenso y en las fases de reentrenamiento. La integración de los DDHH y DIH en la doctrina militar, así como la difusión y profundización del conocimiento de los DDHH y el DIH en toda la Fuerza Pública, es la base de su respeto”.


� La CBPD está compuesta por el Fiscal General de la Nación o su delegado, el Procurador General de la Nación o su delegado, el Defensor del Pueblo o su delegado, el Ministerio de Defensa Nacional o un delegado de la Oficina de DDHH, el Director del Programa Presidencial de DDHH y DIH o su delegado, el Director del Programa Presidencial para la Defensa de la Libertad o su delegado, el Director del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses o su delegado, un representante de la Asociación de Familiares de Detenidos Desaparecidos (Asfaddes) y un representante de las organizaciones no gubernamentales de derechos humanos escogido por ellas.








